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1. Introducción


Las instituciones afectan a todos los ámbitos de nuestra existencia. Prácticamente desde el momento que nacemos, su influencia se deja sentir, de una u otra forma, en nuestra vida diaria: utilizamos dinero, realizamos transacciones en el mercado, seguimos ciertas convenciones sociales, somos titulares de derechos de propiedad, nos sometemos a las regulaciones del mercado de trabajo, etc. Por extensión, el marco institucional es fundamental para explicar el desarrollo de la economía mundial, sobre todo en estos tiempos donde fenómenos como la globalización exigen una comprensión de las instituciones encargadas de relacionar las diferentes economías nacionales. En este trabajo se estudian los factores que hacen de las instituciones uno de los factores más determinantes del comportamiento económico de las personas y de la economía mundial.


El concepto de institución es difícil de definir, y su influencia sobre el crecimiento económico es mucho menos evidente que la del resto de los factores del crecimiento. Por ello, en el segundo epígrafe se definen las instituciones, adoptando el punto de vista de los economistas. Ahí se comprueba, además, hasta que punto las instituciones influyen decisivamente en el funcionamiento de las economías, lo que hace que su estudio constituya uno de los más interesantes y fructíferos desarrollos en la ciencia económica de los últimos años. Por último, el análisis de las instituciones permite tratar otros conceptos económicos muy importantes para la comprensión de esta ciencia, como el supuesto ceteris paribus, la diferencia entre economía positiva y normativa, el individualismo metodológico, la falacia de la composición, los costes transacción, los costes de información, o las externalidades.


Una vez delimitado el concepto de las instituciones y su influencia en la actividad económica, en el resto del trabajo se aplican estas ideas para estudiar la economía mundial. En primer lugar, en el tercer epígrafe, se analizan las instituciones más generales que determinan el marco político y económico de un país: el estado y el mercado. Las diferentes combinaciones de ambas instituciones dan lugar a marcos institucionales alternativos que tienen una influencia decisiva en el desarrollo económico de cada país. Así tenemos, desde los países comunistas donde el estado tiene un peso muy grande frente a un mercado casi inexistente, hasta los países capitalistas modernos donde un mercado muy desarrollado coexiste con un estado también importante. El estudio teórico de ambas instituciones permite discutir cual es más eficiente para promover el desarrollo económico y las libertades políticas.


El cuarto epígrafe explica la influencia de las instituciones en el crecimiento, repasando todos los factores que intervienen en él: la acumulación de capital físico, el capital natural y el medioambiente, la población y el capital humano, y la tecnología. De este análisis se concluye que las instituciones son esenciales para explicar todos estos factores del crecimiento, pudiéndose afirmar que sin instituciones no es posible desarrollo económico alguno. Pero si las instituciones son imprescindibles para el crecimiento, con mayor razón también lo son para el intercambio, cuya función es la de ampliar las potencialidades del crecimiento hacia mercados cada vez mayores, bien sea a través del intercambio de excedentes mediante el comercio mundial, del sistema monetario necesario para ese intercambio, o de los procesos de integración entre estados independientes. Las instituciones son el factor clave para entender las posibilidades de crecimiento de los países y del intercambio de los excedentes de ese crecimiento entre las diferentes economías del mundo. El reciente proceso de globalización de la economía internacional es analizado en este epígrafe, constatándose la importancia de estudiar este proceso desde una óptica institucional. Por último, al final de este epígrafe se centra el interés en la empresa y los empresarios, al ser una institución clave para toda la discusión anterior.


La conclusión principal de este ensayo es que las instituciones son básicas para entender el funcionamiento de la economía mundial. Por eso, en el quinto y último epígrafe se investiga por qué la ciencia económica se ha olvidado, tradicionalmente, de su estudio, y cómo esta situación está cambiando en los últimos años, lo que hace que el estudio de las instituciones por parte de los economistas sea una de las actividades más novedosas, fructíferas y con más futuro dentro de la ciencia económica actual.

2. Las instituciones en la ciencia económica: concepto, funciones y evolución.


El Diccionario de la Real Academia Española define «institución» como un «organismo que desempeña una función de interés público» y también como «cada una de las organizaciones fundamentales de un estado, nación o sociedad». A su vez, un «organismo» es el «conjunto de leyes, usos y costumbres por los que se rige un cuerpo o institución social», y una «organización» es el «conjunto de personas con los medios adecuados que funcionan para alcanzar un fin determinado». Como se puede comprobar en todas estas definiciones, el concepto de institución contiene numerosos significados e ideas, siendo la más importante la que diferencia entre el comportamiento individual y el comportamiento colectivo. La conducta humana tiene estas dos facetas, las cuales son muy difíciles de separar.


En este punto es necesario recordar que la economía es una ciencia social, por lo que su objetivo es el estudio del comportamiento de las personas dentro de la sociedad. Todas las ciencias sociales, por tanto, deben tener presente tanto el comportamiento individual como el colectivo. Estudiar sólo uno de los dos aspectos independientemente del otro no sería acertado: el comportamiento individual casi nunca se desarrolla en solitario, y siempre se produce en función de las relaciones con las otras personas, es decir, del comportamiento social; y la conducta colectiva no se puede entender sin tener en cuenta los intereses y las características individuales de las personas que forman parte de la sociedad.


Sin embargo, el conocimiento científico, aunque sea muy ambicioso, debe avanzar poco a poco, adoptando supuestos simples (que luego se podrán complicar), y centrando su investigación en algunas partes del comportamiento humano. Esta estrategia se denomina ceteris paribus, y es muy utilizada por los economistas. Su utilidad reside en que, en un mundo extraordinariamente complejo donde intervienen innumerables variables, una forma útil de poder comprenderlo mejor es examinar sólo unas pocas de esas variables, suponiendo que el resto «se mantiene constante». Las ciencias sociales utilizan el supuesto ceteris paribus al concentrar sus investigaciones en uno de los dos comportamientos humanos (el individual o el colectivo) prestando mucha menor atención al otro. Efectivamente, la sociología, por ejemplo, trata de las condiciones de existencia y desarrollo de las sociedades humanas y, por tanto, se interesa más por la conducta colectiva. La antropología también se inclina hacia el estudio del comportamiento colectivo, en este caso, hacia el análisis de la actuación de los individuos como miembros de una sociedad, aunque partan del estudio de los aspectos biológicos de cada individuo. Un ejemplo de ciencia que, al contrario que las dos anteriores, se preocupa más por las conductas individuales, es el de la psicología que, aunque tiene en cuenta la influencia de la sociedad en las personas, centra su análisis en la vida mental de los individuos.


¿Dónde se sitúa la economía?, ¿en las ciencias sociales que dan más peso al comportamiento colectivo, o en las que lo dan al comportamiento individual?. La siguiente definición de un manual clásico de economía es muy ambiciosa, y tiene en cuenta los dos comportamientos:

La economía es el estudio de la manera en que los individuos y la sociedad deciden emplear los recursos escasos que podrían tener usos alternativos para producir diversos bienes y distribuirlos para su consumo, presente o futuro, entre las diferentes personas y grupos de la sociedad (Samuelson y Nordhaus, 1987, p. 4, subrayado mío).


Sin embargo, la realidad es que la ciencia económica y los economistas han dado mucho más peso al comportamiento individual que al colectivo. Para entender esta situación es necesario ir al origen de la economía como ciencia, un origen que, según la mayoría de los autores, se produjo con la publicación en 1776 del libro La riqueza de las naciones, obra del filósofo escocés Adam Smith.


La realidad económica es muy compleja. Miles e incluso millones de personas establecen relaciones entre ellos a cada instante con el fin de satisfacer sus necesidades. En estas relaciones intervienen innumerables variables que son muy difíciles de comprender y mucho menos de controlar. Uno de los principales objetivos de la ciencia económica es intentar entender este complicado proceso, buscando las leyes o los mecanismos que se esconden detrás del aparente caos del mundo económico. Los economistas poseemos una ley muy sencilla que ha demostrado una extraordinaria utilidad para explicar la realidad económica, y la primera persona que la expuso de forma clara y precisa fue Adam Smith.


Un siglo antes de que Adam Smith escribiera su famoso libro, otro filósofo y científico británico, Isaac Newton, se había preocupado por esta misma cuestión, pero en vez de referirse al sistema social, su preocupación se orientó hacia el sistema físico del universo. El universo, al igual que la sociedad, se presenta en una primera observación como un caos donde innumerables elementos (planetas, cometas, estrellas, galaxias, nebulosas) se mueven de forma desordenada. Durante muchos siglos los físicos habían intentado explicar de forma lógica todo ese caos, sin llegar a aportar ninguna respuesta satisfactoria. Newton encontró una ley bastante sencilla que permitía explicar todo ese caos: la ley de la gravitación universal. Según esta ley, todos los movimientos del universo se basan en la atracción mutua entre los elementos, una atracción directamente proporcional a sus masas, e inversamente proporcional al cuadrado de las distancias que las separan.


Adam Smith quiso encontrar, para el universo social, una ley tan sencilla a la par que poderosamente explicativa, y lo hizo. Según expuso Smith en La riqueza de las naciones, existe un orden natural regulador de las sociedades que descansa en el propio interés de cada individuo. Este propio interés consiste en que cada persona busca obtener aquello que más le beneficia, calculando que los beneficios obtenidos sean mayores que los costes de su acción, sin tener en cuenta el beneficio o perjuicio que esa acción tiene en el resto de la sociedad. Muchas personas pensarían que, en un mundo donde todos y cada uno de los individuos sólo buscaran su propio interés sin preocuparse del de los demás, el resultado sería un caos y una falta absoluta de cooperación entre las personas. Sin embargo, Adam Smith argumentó en el sentido contrario, es decir, defendió que si a todos los individuos se les dejara buscar su propio interés sin interferencias, el beneficio global para la sociedad sería muy grande. Existe una especie de «mano invisible» que permite que la búsqueda del interés personal de todas y cada una de las personas beneficie (y no perjudique) al resto de la sociedad (al igual que las masas son atraídas entre sí por una especie de «manos invisibles» que ajustan todos los movimientos físicos del universo). Smith lo explicó de la siguiente manera:

Todo individuo […] ni trata de promover el interés público ni sabe cuánto lo está promoviendo. Lo único que busca es su propia seguridad, su propia ganancia. Y al hacerlo, una mano invisible le lleva a promover un fin que no estaba en sus intenciones. Al buscar su propio interés, a menudo promueve el de la sociedad más eficazmente que si realmente pretendiera promoverlo (Smith, 1776, libro 4, cap. 2).


Durante los dos últimos siglos, la ciencia económica ha utilizado esta poderosa idea para avanzar en el conocimiento de la sociedad. Suponer que la búsqueda del propio interés por cada individuo permite una mejor coordinación social facilita mucho el estudio de una sociedad compleja. A partir de esa idea, la economía adopta los siguientes supuestos: todos los individuos son racionales, lo que quiere decir que buscan su propio interés de la forma más razonable, disminuyendo los costes y aumentando los beneficios; a su vez, cada persona tiene una serie de objetivos que ordena según la utilidad que le proporcione; los medios necesarios para alcanzar los objetivos anteriores son escasos, por lo que cada individuo elegirá la mejor forma de asignar esos medios escasos a sus fines alternativos; y por último, la combinación de todos los comportamientos individuales en una sociedad (en  los supuestos anteriores) da lugar a un comportamiento colectivo perfectamente coordinado.


Estos supuestos, que parten de la idea de Adam Smith de la búsqueda del propio interés, son la base sobre la que se ha construido la ciencia económica durante los dos últimos siglos, y han servido para que surjan numerosas teorías e ideas muy eficaces para comprender mejor el mundo económico. Sin embargo, a esta estrategia de investigación se le puede criticar porque no tiene en cuenta la existencia del comportamiento colectivo ni el de las instituciones. Esta crítica se puede ver desde dos puntos de vista: el primero es ideológico, y se refiere a que la idea del propio interés supone tomar partido a favor del comportamiento individual en la sociedad frente a los comportamientos colectivos; el segundo es científico, y cuestiona la utilidad de emplear el supuesto irrealista de considerar sólo comportamientos individuales para estudiar una sociedad donde también existen los comportamientos colectivos. Veamos separadamente estas dos cuestiones.


(1) La primera crítica se relaciona con la diferencia entre economía positiva y economía normativa. La economía es una ciencia y, como tal, aspira a producir leyes positivas, es decir, leyes que no dependan del punto de vista personal de cada científico, sino que sean universales y neutrales. Ejemplos de estas leyes son los siguientes: si aumenta la cantidad de dinero, céteris paribus se incrementará el nivel general de precios; o, si el estado gasta más de lo que ingresa durante un determinado período de tiempo, ese déficit debe ser cubierto, bien mediante el endeudamiento público, bien mediante la creación de dinero. Las anteriores afirmaciones son neutrales, es decir, no suponen la adopción por parte del investigador de ningún punto de vista personal. Se podrá discutir la validez o falsedad de esas afirmaciones, pero no se podrán emitir juicios de valor sobre ellas. La economía normativa, por el contrario, supone opinar sobre las leyes positivas, por ejemplo argumentar sobre si es deseable o no, en un momento determinado, emitir más cantidad de dinero aunque ello genere inflación, o preferir la financiación vía deuda o vía inflación de los déficit públicos. Se supone que si la economía aspira a ser una disciplina científica robusta, los economistas sólo deben utilizar proposiciones o leyes positivas, aunque en la realidad es inevitable que los juicios de valor y las opiniones personales de los economistas aparezcan, en mayor o menor grado, detrás de (casi todas) las leyes económicas.


En el argumento de la mano invisible de Adam Smith es necesario distinguir entre sus consecuencias positivas y normativas. Considerar que el propio interés personal es el principal factor explicativo para el estudio científico de la sociedad es plenamente positivo, y ha demostrado una gran utilidad para la ciencia económica. Sin embargo, afirmar que el comportamiento individual es más eficiente para la sociedad que los comportamientos colectivos, es una posición normativa, un juicio de valor que hay que separar claramente de la anterior afirmación positiva. Es decir, estudiar el comportamiento económico de una sociedad a partir del propio interés individual (positivo) no significa reconocer que la búsqueda del interés individual sea «mejor» para la sociedad que el comportamiento colectivo (normativo). Sin embargo, esta es la idea que muchos economistas adoptan bajo la expresión del laissez faire. Este término significa «dejar hacer» (en francés), y quiere decir que es mejor interferir lo menos posible en las acciones individuales de cada persona. Adam Smith escribió La riqueza de las naciones en un período histórico donde el estado había alcanzado un gran peso en la actividad económica. El estado justificaba (y lo sigue haciendo en la actualidad) su actuación por la necesidad de alcanzar el bien común por encima de los intereses particulares y egoístas de los ciudadanos; sin embargo, la continua interferencia del estado en las acciones individuales no provocaba el efecto buscado. De hecho, el libro de Smith es una amplia enumeración de los errores en la actuación del estado. Smith recorrió toda la historia antigua y contemporánea en busca de ejemplos de los efectos perjudiciales que producían las interferencias bien intencionadas del estado en las naciones.


De todas formas, el juicio de valor incluido en el argumento del laissez faire no invalida la utilidad de la idea original de Adam Smith sobre el propio interés. Es más, el laissez faire es una simplificación extrema de las ideas de Smith, que no responde al pensamiento original de este autor. Adam Smith no creía que la sociedad fuera simplemente un conjunto de persona independientes carentes de todo vínculo orgánico entre sí. Para el buen funcionamiento de la sociedad es necesario que existan una serie de instituciones que garanticen que el comportamiento individual (de búsqueda del propio interés) sea también beneficioso para toda la sociedad: tribunales y policía para garantizar la honradez y el cumplimiento de los contratos, la conducta no fraudulenta y no violenta, la inexistencia de robos y agresiones externas, y la garantía del derecho de propiedad legislado. Por tanto, Adam Smith no afirmaba que la búsqueda del propio interés siempre provocara una mejora social, sino que sólo se produciría esa mejora bajo un marco institucional concreto. De hecho, los primeros autores que escribieron tras Smith (denominados «economistas clásicos») mostraron un gran interés por los aspectos colectivos e institucionales de la economía. El cambio de rumbo de la ciencia económica a finales del siglo 19 hizo disminuir el interés por las instituciones, algo que sólo ha comenzado a cambiar durante los últimos años (en el último epígrafe de este ensayo se profundiza en la evolución del papel de las instituciones en la ciencia económica).


(2) La segunda crítica se refiere a la utilidad de emplear un supuesto irreal que sólo tiene en cuenta el comportamiento individual, y no entra a valorar qué es lo que ocurre con el comportamiento colectivo. Aquí entran en juego las instituciones. El comportamiento individual se basa en la actitud de cada persona, que la economía delimita a través del supuesto de racionalidad. El comportamiento colectivo, por el contrario, se basa en la interacción que se produce entre las personas a través de las instituciones. Tal como ya se ha explicado, muchos economistas han ignorado las instituciones, considerándolas como un factor fijo y exógeno al hecho económico, y entendiendo que su estudio correspondía, no a los economistas, sino a los sociólogos, los politólogos o los abogados. Cuando era necesario hacer referencias a aspectos colectivos o institucionales, los economistas simplemente sumaban todos los comportamientos individuales de ese grupo, suponiendo que la actuación colectiva era la simple adición de comportamientos individuales. Esta actitud, mayoritaria entre los economistas, se refleja en el hecho de que muchos manuales incluyen en la definición de economía sólo las actuaciones individuales, y no las colectivas. Esas definiciones serían muy parecidas a la que se ha citado anteriormente, pero eliminando las referencias a «la sociedad» al principio del párrafo, y a los «grupos de la sociedad» al final, con lo que quedaría una definición de economía como «el estudio de la manera en que los individuos deciden emplear los recursos escasos que podrían tener usos alternativos para producir diversos bienes y distribuirlos para su consumo, presente o futuro, entre las diferentes personas».


Esta actitud por parte de los economistas es útil para avanzar en el análisis económico, apoyándose en la utilidad del supuesto ceteris paribus. El comportamiento humano está condicionado por muchas circunstancias, y la economía, como ciencia del comportamiento, debería tomarlas todas en consideración. Sin embargo, si se hiciera esto, la economía no podría apenas avanzar abrumada por la cantidad de variables que intervienen en el comportamiento humano. Por eso es recomendable e imprescindible, desde el punto de vista científico, establecer modelos de comportamiento que consideren sólo los aspectos más relevantes del comportamiento humano. Si todas las ciencias siguen esta estrategia, la economía también lo puede hacer, y con mucha más razón debido a que el ser humano participa en una realidad mucho más compleja que cualquier otra (como, por ejemplo, la del mundo físico o el químico). Si las teorías elaboradas bajo esos supuestos restrictivos se ajustan a la realidad, entonces las teorías son útiles. Eso es lo que ha ocurrido con la economía durante los dos últimos siglos.


Sin embargo, llega un momento en que se hace necesario ampliar esos supuestos y prestar más atención a las instituciones que configuran el comportamiento colectivo. Los destacados avances de la ciencia económica han proporcionado numerosas teorías e ideas que muestran la necesidad de ir relajando sus supuestos de partida para dar paso al comportamiento colectivo a través de las instituciones. Estas ideas son las que se expondrán en el resto de este epígrafe, centrando la atención en tres aspectos. El primero es contemplar la influencia decisiva de las instituciones en la configuración, determinación y delimitación del comportamiento individual. El segundo aspecto es la otra cara de la moneda: la búsqueda del propio interés por parte de las personas les hace ver que, en numerosas ocasiones, van a beneficiarse de la existencia de instituciones. En tercer y último lugar se abandonará la visión estática de las instituciones, para estudiar cómo influye su evolución en la economía.

2.1. Las instituciones configuran el comportamiento individual


La siguiente afirmación sobre los objetivos de la ciencia económica refleja, de una forma muy simple pero precisa, los supuestos básicos del comportamiento económico: la economía investiga cómo un agente económico asigna unos medios o recursos escasos y de uso alternativo a unos fines múltiples y de distinta jerarquía en un determinado medio de operación. En esta definición aparecen subrayados sus tres elementos básicos, de los que, tal como se ha explicado antes, la mayoría de los economistas sólo se han interesado por los dos primeros; el tercero, que se asocia al ámbito colectivo e institucional, se suele mantener constante bajo el supuesto ceteris paribus. Esto supone entender que un individuo posee una serie de fines, ordenados en función de sus gustos y preferencias personales, y que los recursos de que dispone son escasos, por lo que debe asignarlos para conseguir unos fines alternativos. Todos los individuos son iguales en cuanto a que utilizan su razón (supuesto de racionalidad) para asignar los recursos a los fines, y son diferentes en los recursos y fines concretos que posee cada uno de ellos. La combinación de las actuaciones racionales independientes de todos y cada uno de los individuos de una sociedad es la que explica el comportamiento de toda esa sociedad en su conjunto.


El anterior razonamiento es muy útil, tal como ya se ha explicado anteriormente, pero sería lícito preguntarse de dónde provienen los fines y los recursos de cada individuo, qué o quien los determina, y por qué difieren de un individuo a otro. Los economistas adoptan diferentes estrategias ante estas preguntas. Una de ellas es, simplemente, no contestarlas, suponiendo que los gustos personales de cada individuo son fijos (supuesto ceteris paribus) y dirigiendo la atención hacia los dos primeros ámbitos del comportamiento económico (asignar recursos escasos a fines alternativos). Este supuesto puede ser muy útil para investigar el comportamiento de una persona, por ejemplo, la de la figura literaria de Robinsón Crusoe. Durante el prolongado período de tiempo que habitó en una isla desierta, Robinsón se tuvo que enfrentar al hecho económico de ordenar sus preferencias (alimentarse, vestirse, protegerse de los peligros, descansar y relajarse tomando el sol o disfrutando del paisaje), y asignar los recursos escasos de que disponía (sus habilidades personales, los bienes que había en la isla, los que pudo recuperar del barco naufragado y los que, ocasionalmente, llegaban a las costas de la isla desde el mar), para conseguir sus fines. En este caso no existen instituciones, y los únicos elementos que explican las preferencias y los fines de Robinsón son sus propias características personales (sus intereses, sus creencias, su educación, etc.).


Los supuestos económicos anteriormente expuestos son suficientes para explicar el comportamiento de Robinsón Crusoe. Pero en el momento en el que se establece una relación entre dos o más personas (por ejemplo, cuando Robinsón conoce a Viernes), sus comportamientos no se basan sólo en las características individuales de cada persona, sino también en el marco institucional que se establece entre ellos. Un ejemplo muy simple ayuda a entender la decisiva influencia de las instituciones en el comportamiento individual. Supongamos tres sociedades idénticas (con los mismos individuos) cuya única diferencia es que, en la primera, un millonario excéntrico está dispuesto a pagar una considerable suma de dinero al 10 por ciento de los individuos más guapos; en la segunda, otro millonario igual de excéntrico dará esa misma cantidad, aunque en este caso al 10 por ciento de individuos que mejor jueguen al fútbol; y en la tercera sociedad, los que reciben el dinero serán el 10 por ciento que más conocimientos matemáticos posean. El resultado de este supuesto es evidente: en la primera sociedad aumentará el número de personas que se dedican a mejorar su aspecto físico, a cuidar su cuerpo, a alimentarse mejor y a someterse a operaciones de cirugía estética; en la segunda sociedad habrá muchas más personas que entrenen al fútbol o que lleven a sus hijos a practicar ese deporte; y en la tercera sociedad, el interés por aprender matemáticas será mucho mayor entre la población. Este comportamiento desigual de los individuos de cada sociedad no se debe a sus diferencias personales (que fueran más presumidos los de la primera sociedad, más deportistas los de la segunda, o con más inquietudes científicas los de la tercera), sino que únicamente se explica por los diferentes incentivos monetarios en cada caso (en este ejemplo se utiliza el supuesto ceteris paribus, es decir, se supone todo lo demás constante).


El medio en el que se desarrolla la actividad económica (el tercer elemento de la definición de economía) es básico para entender los recursos y los fines de los individuos para su actuación (los dos primeros elementos). Las instituciones constituyen ese medio de actuación en el que se desenvuelven los individuos. Por eso, en vez de definir a las instituciones por lo que son (agrupación de dos o más personas que actúan en sociedad), es más clarificador definirlas por lo que hacen. Uno de los economistas que más se han interesado por las instituciones, Douglas C. North, las define de la siguiente manera: «[las instituciones son] las reglas del juego de una sociedad o el conjunto de limitaciones ideadas por el hombre para dar forma a la interacción humana» (North, 1993, p. 58, subrayado mío). Las actividades económicas no se dan en el vacío, sino sobre un determinado entramado de normas que las condicionan de un modo decisivo, ordenando las interacciones humanas y facilitando o entorpeciendo su coordinación. Las reglas, por tanto, son el elemento fundamental de la actividad económica, y tienen dos funciones: 1) delimitar las posibilidades de decisión de los agentes económicos, y 2) configurar el sistema de incentivos que guía su actuación.


Respecto a la primera de esas funciones, se pueden establecer diferentes clasificaciones de las reglas. Una de ellas es la que distingue entre reglas formales e informales. Entre las primeras estarían las reglas políticas, las judiciales, las económicas, o los contratos. Las reglas informales son las que modifican o interpretan las formales, como las normas de conducta admitidas o rechazadas por la sociedad, las costumbres, etc. Otra división, bastante parecida a la anterior, es la de las reglas explícitas (como puede ser un contrato o una ley) y las reglas implícitas (las costumbres sociales que permiten anticipar que un determinado comportamiento va a provocar una reacción concreta en el resto de los individuos de la sociedad).


En cuanto a la segunda de las funciones de las instituciones, la de ofrecer incentivos a la población, se puede hablar de incentivos positivos (premios) y negativos (castigos). El ejemplo anterior de los millonarios excéntricos corresponde a incentivos positivos. En las sociedades modernas, los principales incentivos positivos se suelen dar a las personas que más bienes y servicios producen para la comunidad (el incentivo es que ganarán más dinero por la venta directa de esos bienes o la venta de su factor trabajo para producir esos bienes), aunque puede haber sociedades que incentiven a otro tipo de individuos, como los que pertenezcan a un determinado partido político (en las dictaduras), o los que sean mejores guerreros (en las sociedades primitivas). También existen muchos tipos de incentivos negativos, que van desde los castigos que imponen las leyes hasta las sanciones que ejerce la sociedad (retirada del saludo, exclusión social) contra los individuos que no cumplen con sus normas implícitas.


En la siguiente tabla se esquematizan las dos principales funciones de las reglas institucionales:

Tabla 1. Las reglas en las instituciones
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Las instituciones influyen en el comportamiento individual, pero este comportamiento también depende de las características personales de cada individuo. Aunque es lógico pensar que en una sociedad donde se incentiven determinadas características de los individuos (los más productivos, los más guapos, los más deportistas) aumentarán las personas con esas características, también determinados individuos pueden actuar en contra de esos incentivos. Piénsese no sólo en aquellas personas que realizan actividades que apenas están incentivadas por las instituciones sociales (como por ejemplo pasear, escribir poesía, o contemplar un atardecer en el campo), sino, sobre todo, en aquellos que claramente actúan en contra de los incentivos institucionales, como los criminales.


Ante esta situación, muchos economistas optan por concentrar los esfuerzos en un aspecto de la cuestión (la influencia institucional en el comportamiento individual), ignorando el otro (la influencia de las características personales de cada individuo en su propio comportamiento). Esta postura ha sido justificada por numerosos economistas. Algunos, como Friedrich August von Hayek, lo defienden en función del denominado individualismo metodológico. Este individualismo implica partir del individuo para investigar los fenómenos sociales, aunque considerándolo como dado, es decir, suponiendo que sus intereses, creencias, preferencias y objetivos son fijos, y que por ello no necesitan ser explicados por los economistas, que se dedicarían a investigar cómo las instituciones influyen en esos factores; otros científicos sociales, como los psicólogos, serían los encargados de analizar estos elementos (Hayek, 1994). A este argumento se le han añadido otros, como por ejemplo el que expuso Alfred Marshall, quien argumentó que si se estudian grupos grandes de personas, se puede esperar que los comportamientos extremos (por ejemplo los individuos excéntricos o raros) queden anulados, desapareciendo cuando se examina la conducta media (Marshall, 1890).


Los argumentos anteriores pueden ser útiles para investigar procesos a corto plazo, pero no encajan bien en una visión dinámica de las instituciones. Estas se forman por la acción de los individuos que se benefician de su existencia, a la vez que evolucionan en el tiempo. Precisamente estos dos aspectos son los que se analizan a continuación, primero investigando las causas que hacen que las instituciones sean tan atractivas para los individuos, para después explicar el nacimiento y la evolución de las instituciones.

2.2. El comportamiento individual se beneficia de las instituciones


Una de las estrategias que utilizan los economistas para estudiar la sociedad partiendo de los supuestos del comportamiento individual es suponer que el comportamiento colectivo se corresponde con la simple suma de las actuaciones individuales. Pero esto no siempre es así, tal como lo explica una característica de la conducta denominada la falacia de la composición. La falacia de la composición se produce cuando se cree que lo que es cierto para una parte también es necesariamente cierto, sólo por esa razón, para el todo. Hay muchos ejemplos que ilustran esta idea, y a continuación se ofrece uno sobre el que se volverá en este capítulo: si una persona deja de pagar impuestos, los beneficios que obtiene por esa acción (disponer de más renta) superan ampliamente los costes (recibir menos servicios del estado por la reducción en la recaudación), ya que esa reducción es mínima y, además, se reparte entre todos los contribuyentes. Pero si la acción de dejar de pagar impuestos, que es beneficiosa para un solo individuo, se lleva a cabo por muchas más personas de esa sociedad (o por todas), el perjuicio para todos los miembros de esa sociedad será muy grande.


La necesidad de las instituciones no reside sólo en el hecho de que existen y de que influyen en el comportamiento individual. Su idoneidad también se puede derivar partiendo del argumento Smithiano de la búsqueda del propio interés. Una persona que busque ese propio interés sólo tendrá en cuenta sus preferencias y sus gustos, y se relacionará con otras personas cuando de esa relación se deriven beneficios para ambas partes que les hagan estar mejor de como estaban antes de esa relación. Pero ese propio interés también se alcanza cooperando y estableciendo instituciones entre distintos grupos de la sociedad. Es decir, existen una serie de características que hacen muy deseable la existencia de instituciones desde el punto de vista personal y egoísta de cada individuo. Y esto se produce por dos causas: 1) porque la cooperación de varios individuos mejora con la existencia de instituciones, y 2) porque las instituciones permiten limitar los efectos negativos que el comportamiento de otros individuos tiene sobre uno mismo.


(1) La actuación individual de una persona en la sociedad tiene muchos costes: hay que adquirir información sobre los bienes y servicios que se desean intercambiar, hay que negociar con las personas con quienes se van a establecer relaciones, hay que repetir muchas veces la misma acción de forma habitual, etc. El primer economista que llamó la atención sobre estos costes y su influencia en el análisis económico fue Ronald Coase, quien los denominó «costes de transacción». Los individuos procurarán disminuir esos costes, y en la medida que las instituciones sean eficaces para ello, favorecerán la acción individual. De hecho las instituciones constituyen una de las formas más eficientes de disminuir los costes de transacción (Coase, 1937 y 1960).


El más importante de estos costes, en relación con las instituciones, es el coste de adquirir información. En una sociedad compleja, cada individuo posee retazos de información incompletos y en muchos casos contradictorios sobre los que elabora sus planes de acción. Esta escasez de información limita considerablemente las actuaciones individuales, por lo que cada persona intentará acumular toda la información posible de distintas formas: experimentando nuevas actuaciones, comprando información, etc. Sin embargo, la capacidad de adquirir información por parte de un individuo es muy limitada, y una de las estrategias más eficientes para conseguir información es, precisamente, hacerlo a través de las instituciones.


Efectivamente, las instituciones incorporan multitud de conocimientos y de información. Una sociedad, al poseer instituciones, tiene al alcance una cantidad extraordinaria de conocimientos que nunca podría haber adquirido un solo individuo, o todos sus individuos por separado. Las instituciones permiten acumular todos los conocimientos que se producen fruto de la experiencia humana, transmitiéndola de generación en generación. Las instituciones, los hábitos y rutinas sociales, y las estructuras organizacionales, representan  un papel similar al de los genes en lo que se refiere a la transmisión de la herencia del conocimiento.


Ese conocimiento puede transmitirse como normas explícitas formales, por ejemplo las leyes escritas, los mercados ya establecidos, o la información almacenada en las bibliotecas. Pero también se puede presentar como normas implícitas que son iguales o incluso más importantes. Estas normas son aquellas que se siguen aunque no se puedan expresar con palabras, o aquellas de origen consuetudinario aprendidas por el mero proceso de observarlas en acción. Todo este conjunto de reglas facilita la interacción con los otros sin tener que preocuparse a cada instante del propio comportamiento. Es decir, indican cuál es el modo correcto y cuál el incorrecto de actuar en determinadas circunstancias, si bien en la mayoría de los casos los individuos actúan sin ser realmente conscientes de esas reglas ni capaces de articularlas con palabras. De esta forma, las normas transmitidas de generación en generación facilitan el mutuo ajuste y coordinación de las acciones individuales, contribuyendo a crear un orden general dentro del cual los individuos pueden actuar libremente. Tal como indicó el filósofo y matemático A. N. Whitehead, «la civilización progresa al aumentar el número de cosas importantes que podemos ejecutar sin pensar en ellas» (citada en Hayek, 1982, cap. 2).


(2) Aunque las instituciones benefician a los individuos (por ejemplo, les reducen los costes de transacción, tal como se acaba de ver), también les pueden perjudicar, ya que su acción individual se ve limitada. La definición de las instituciones como un conjunto de reglas supone establecer prohibiciones y límites a la acción individual. Sin embargo, desde un punto de vista personal, esas limitaciones no sólo afectan a esa persona, sino que también se aplican al resto de individuos, por lo que esa persona puede salir beneficiada. Limitar las posibilidades de actuación de los otros libera a un individuo, ya que le otorga un campo de acción donde los demás no pueden inmiscuirse. El que la conducta sea normada permite saber a cada individuo que los demás se van a comportar ateniéndose a ciertas maneras regulares y previsibles.


Además, la pertenencia de un individuo a una institución u organización concreta, aunque le suponga someterse a ciertas reglas de funcionamiento dentro de esa organización, acaba permitiendo a ese individuo la realización de logros que no podría alcanzar por sí mismo, es decir, le permite expandir su acción individual más allá de lo que resultaría de su esfuerzo aislado. El hecho de que, en la realidad, los individuos formen parte voluntariamente de muchas instituciones no hace más que confirmar la validez de esta idea.

2.3.  La evolución de las instituciones


En los dos apartados anteriores se ha explicado la influencia decisiva de las instituciones en el comportamiento individual. Esta influencia es fácilmente constatable mediante la observación efectiva de la economía mundial. Existen multitud de instituciones en todo el mundo, desde las más simples como empresas pequeñas, clubes sociales o familias, hasta las mayores como los organismos internacionales del comercio (Organización Mundial de Comercio), la integración (Unión Europea, NAFTA), o la política (Organización de Naciones Unidas). Todas ellas influyen, de una u otra forma, en el desarrollo de las naciones y de sus ciudadanos. En este sentido, una forma de analizar el decisivo papel de las instituciones es comparar la actuación de los agentes y sus resultados en distintos marcos institucionales (el ejemplo anterior sobre el millonario que daba dinero a los que tuviesen unas determinadas características va en este sentido). Así, los países más avanzados cuentan con instituciones más favorables para el crecimiento económico, mientras que una de las principales causas de que los países más pobres no puedan superar esa pobreza está en la inexistencia de instituciones propicias. Esta será la idea que se desarrollará en el resto de este trabajo, estudiando numerosas diferencias institucionales en la economía mundial (los distintos tipos de mercado y de estado, los obstáculos al crecimiento y al intercambio de un deficiente marco institucional, y los marcos más favorables para la acción beneficiosa de los empresarios).


Pero antes de entrar en esas cuestiones, es necesario preguntarse por las características dinámicas de las instituciones. Si diferencias institucionales generan comportamientos y resultados distintos, ¿por qué existen esas diferencias?, ¿cuál es el origen de las instituciones y su evolución en el tiempo?. Aunque la respuesta a estas preguntas es muy compleja, a continuación se presentan los principales argumentos que ofrece la ciencia económica sobre esta cuestión. El origen de las instituciones puede ser de dos tipos: orgánico o espontáneo, y pragmático o deliberado. En el primer caso, las instituciones son el resultado de las actuaciones individuales y espontáneas de las personas que persiguen sus propios intereses. Existen muchos ejemplos de este tipo de instituciones, como la palabra, el lenguaje, o los números. Ninguna persona (o grupo reducido de personas) ha creado o inventado esas instituciones, sino que son patrimonio de toda la humanidad. Otras instituciones de este tipo, más relacionadas con la economía, son el mercado o el dinero, que explicaremos más detenidamente en próximos epígrafes. Pero también existen instituciones creadas deliberadamente por unas pocas personas, como los organismos internacionales o la creación del sistema soviético de economía centralizada que trató de sustituir el mecanismo del mercado y de los precios.


En realidad, la gama de instituciones de origen orgánico o pragmático es mucho más amplia, pudiéndose encontrar combinaciones de ambas características en determinadas instituciones. Es evidente que algunas instituciones como la palabra o los números tienen un origen fundamentalmente orgánico. Georges Ifrah, en un excelente libro sobre la historia de las cifras (Ifrah, 1997), defiende que las cifras son un invento  totalmente humano, que ninguna persona, grupo social o nación pueden atribuirse para sí:

Si se quisiera esquematizar la historia de las numeraciones, se diría que es todo el camino que ha separado el Uno del Cero, conceptos convertidos luego en símbolos de nuestra sociedad tecnológica.

[…] es un paso temporal de hipergigante el que separa la invención del número «uno», primero de todos los números, incluso en el plano cronológico, de la del cero, última invención mayor de esta historia. Pues es toda la historia de la humanidad la que separa el tiempo en que el hombre se apercibió de que el vacío era sinónimo de «nada», del tiempo en que descubrió el sentido de la unidad, tomando conciencia de su propia soledad frente a la vida y a la muerte. […] Pero esta historia no es abstracta ni lineal, como a veces se la imaginan, torpemente, los matemáticos; a saber: una sucesión impecable de conceptos encadenados los unos a los otros. Por el contrario, es la historia de las necesidades y preocupaciones de las culturas y grupos sociales más diversos, buscando contar los días del año, concluir intercambios y transacciones, enumerar sus miembros, sus esponsales, sus muertes, sus bienes, sus ganados, sus soldados, sus pérdidas, sus cautivos, datar a veces la fundación de sus ciudades o sus victorias (Ifrah, 1997, p. 19, subrayado mío).

Aunque la invención de la numeración moderna se atribuye a los matemáticos de la India en el siglo 5 de nuestra era, otros pueblos habían descubierto el principio básico de esta numeración (la numeración de posición) anteriormente, concretamente al comienzo del segundo milenio a. C. por los especialistas de Babilonia, poco antes del comienzo de la era cristiana por los matemáticos chinos, y entre los siglos 3 y 5 d. C. por los astrónomos mayas. Todo esto hace que Georges Ifrah prefiera atribuir el origen de la numeración moderna a la capacidad de invención humana:

La humanidad posee permanentemente esta capacidad de realizar una invención o un descubrimiento dado, en cualquier lugar y en cualquier pueblo de la tierra, con la condición necesaria y suficiente, sin embargo, de que el pueblo (o individuo) en cuestión esté sometido a unas condiciones culturales, sociales y psicológicas si no idénticas, al menos similares a las de los espíritus que tienen la posibilidad de realizar esta invención o este descubrimiento al menos una vez en el curso de la historia (Ifrah, 1997, p. 25).


Este último párrafo sirve para reflexionar sobre la relación entre el origen institucional orgánico y el pragmático. Aunque el origen de determinadas instituciones se puede asociar a una sola persona o grupos de personas, en el fondo siempre existirá una característica orgánica o general de la sociedad que también puede explicar su origen. Sólo cabe hablar entonces, por un lado, de instituciones con un origen donde pesan más los aspectos orgánicos (la numeración, el lenguaje), aunque podamos encontrar en ellas una cierta explicación pragmática (por ejemplo, el interés de los mayas por la astronomía les hizo ser uno de los pocos pueblos en descubrir la numeración posicional). Por el otro lado estarían instituciones más pragmáticas (el ejemplo de los organismos internacionales en la actualidad), pero que también poseen un cierto origen orgánico.


La anterior diferencia entre el origen institucional se relaciona con dos posturas sobre las instituciones. La primera de ellas se denomina racionalismo constructivista, y parte de una tradición que arranca históricamente del racionalismo cartesiano y de la idea del contrato social de Rousseau. Su postura es que la mayoría de las instituciones tiene un carácter deliberado, lo cual abre la posibilidad de una intervención amplia y premeditada sobre ellas con el fin de mejorarlas. Este enfoque ha sido defendido por dos economistas. El primero es John R. Commons, uno de los primeros economistas interesado por las instituciones. Commons argumentó que las instituciones, al limitar el comportamiento individual, liberan al individuo al otorgarle un campo de acción donde los otros no pueden inmiscuirse, a la vez que expande la acción individual, al permitir conseguir mayores logros a través de la acción colectiva (estas ideas ya han sido explicadas anteriormente). Este autor considera que la acción colectiva deliberada es cada vez más importante en la vida económica de nuestros días (Commons escribió en el primer tercio del siglo 20), y constituye la base fundamental de conformación del marco institucional (Commons, 1959). El segundo economista que defiende este enfoque es James M. Buchanan. Este autor afirma que es posible diseñar deliberadamente nuevas reglas que resulten eficientes, e incluso redefinir amplia y premeditadamente las instituciones ya existentes con el fin de mejorarlas. Para ello Buchanan propone un método consistente en considerar que las instituciones resultan de una especie de acuerdo o contrato entre las partes interesadas, denominado «criterio contractual» (Buchanan, 1977).


Uno de los economistas que más ha defendido el enfoque contrario, a saber, que las instituciones más relevantes son las que tienen un origen espontáneo, es Hayek. Este autor parte de la compleja naturaleza del conocimiento en la sociedad, que justifica la importancia de las instituciones, a la vez que hace bastante difícil que la mente humana sea capaz de diseñar y modificar a voluntad todas o gran parte de las complejas estructuras institucionales en que descansa el orden social (Hayek, 1994).


Muy relacionada con la anterior controversia está la discusión sobre si la evolución de las instituciones es cada vez más eficiente. Hayek sostenía que sí, que aunque esta evolución nunca es lineal, continua o uniforme (ya que muchas veces aparecen errores y retrocesos), de forma general se puede afirmar que la aparición de nuevas instituciones o la transformación de las ya existentes siempre conlleva un avance, es decir, que las instituciones van a mejor con el tiempo y producen cada vez mejores y más eficientes resultados en la sociedad y en los individuos. Sin embargo, Hayek diferencia claramente entre las instituciones fruto de la evolución espontánea (una especie de mano invisible), que siempre serán eficientes, de las instituciones diseñadas deliberadamente, que tenderán a ser ineficientes.


Numerosos economistas han criticado la anterior postura de Hayek. En primer lugar, se acaba de explicar cómo la diferencia entre instituciones orgánicas y espontáneas no es tan clara. El propio Hayek entra en contradicción al referirse a una de estas instituciones «híbridas», las Constituciones. Este autor alabó la constitución americana (como un ejemplo de constitución de libertad), y argumentó que fue elaborada a partir de principios tradicionales y experiencia del pueblo inglés. Sin embargo, es evidente que cualquier constitución, incluida la americana, es el resultado de una acción deliberada. Incluso Hayek llegó a realizar una propuesta de reforma constitucional relativa a la división de poderes, lo cual entraba en clara contradicción con sus críticas a cualquier intento de lo que él denominaba «ingeniería constitucional».


En segundo lugar, las instituciones no conducen a un máximo u óptimo de eficiencia. De hecho, esto no ocurre ni siquiera en los procesos evolutivos de la biología (la selección natural de las especies), aunque muchos no expertos en tales cuestiones puedan pensar así; es lo que se conoce en biología como la «falacia adaptacionista»: una cosa es que la selección natural pueda acarrear una mejora, pues supone la adaptación al entorno, y otra que conduzca al mejor de los resultados posibles. Hay dos argumentos en apoyo de esta idea. El primero es que, para que la selección opere, tiene que existir una variedad de formas, muchas de las cuales son erróneas. El segundo es que la evolución en el futuro viene afectada por la trayectoria que se ha seguido en el pasado. Es fácil ilustrar este segundo argumento con ejemplos relacionados con la economía, concretamente con la tecnología: cuando se adopta una cierta tecnología, esto determina la evolución futura de dicha tecnología, que igual no es la más eficiente. Por ejemplo, el sistema de teclado «QWERTY» (la forma cómo se distribuyen las letras por el teclado) se estableció a propósito para que las letras que más se utilizaban no estuvieran muy juntas, ya que las primeras máquinas de escribir se bloqueaban cuando dos letras próximas se apretaban de forma consecutiva. Pero este sistema no es el más eficiente para escribir rápido, aunque se ha generalizado. Otros ejemplos en este sentido son el ancho de vías ferroviarias, o el sistema de vídeo VHS. A pesar de lo anterior, muchos economistas siguen defendiendo la idea de la selección natural en un marco competitivo que produce un comportamiento maximizador o racional de los agentes económicos.


En tercer lugar, se puede adoptar una postura menos radical que la anterior, defendiendo que la eficiencia de las instituciones implica seleccionar aquellas reglas que favorecen un mayor bienestar (generalmente relacionado con el crecimiento económico), al ir adoptando las sociedades aquellas normas más útiles a tal propósito y desechando las que no sirven a ese fin. Sin embargo, muchos autores han ido abandonando esta postura tan matizada, explicando cómo existen y permanecen en el tiempo numerosas instituciones desfavorables (en el epígrafe dedicado al crecimiento se profundizará sobre esta cuestión).


Por último, y en cuarto lugar, volvemos a recuperar las ideas de Buchanan (1977). Este economista defiende que no hay un único conjunto de instituciones óptimo. Por ello, se puede intentar reformar las instituciones aunque no se tenga un conocimiento perfecto y absoluto de ellas, pues no se pretende alcanzar el orden social óptimo, ya que éste no existe.


La discusión sobre la evolución de las instituciones es muy compleja, y los economistas no se han puesto de acuerdo. En general, son más los que abogan por intervenir en las instituciones, con mayores o menores cautelas, para ir encaminándolas hacia situaciones más eficientes. No obstante, las ideas de los autores que, como Hayek, hacen hincapié en la importancia de las instituciones formadas espontáneamente, son muy importantes. De hecho, puede llegar a ser muy peligroso tratar de modificar rápidamente y de forma radical determinadas instituciones que han ido formándose a lo largo de mucho tiempo. Hayek concedía una extraordinaria importancia a una de esas instituciones, el mercado, advirtiendo de lo perjudicial que fue la experiencia socialista de intentar sustituir el mecanismo de precios del mercado por otra institución alternativa como la planificación comunista centralizada.

3. El mercado y el estado


Podemos imaginarnos muchas instituciones que influyen en el comportamiento de las personas: las costumbres, la familia, el dinero, las empresas, etc. Sin embargo, hay dos instituciones claves, que afectan a todas las demás, y que poseen una influencia determinante en las sociedades y en la economía mundial: el estado y el mercado. Estas dos instituciones configuran el marco de actuación del resto de las instituciones, de la sociedad y de sus individuos. El hecho de que un país tenga un determinado marco político (democracia, dictadura) y posea unas determinadas reglas económicas (economía de mercado, economía socialista) determina decisivamente su desarrollo económico. Además, ambas instituciones suelen tener una estrecha relación, ya que, por ejemplo, es difícil imaginar una economía comunista fuertemente intervenida por el estado, bajo un régimen democrático y de libertades.


En este epígrafe se describen, desde un punto de vista económico, las dos instituciones, primero el mercado y luego el estado, para pasar, a continuación, a comprobar las diferentes combinaciones de ambos elementos en la práctica internacional. Un último apartado investigará la eficiencia de ambas instituciones y su relación con el desarrollo económico y las libertades políticas.

3.1. El mercado


Todas las sociedades deben enfrentarse a tres problemas económicos fundamentales e interdependientes, que se pueden plantear en forma de pregunta: ¿qué?, ¿cómo? y ¿para quién?.

1. Qué productos (bienes y servicios) va a producir la sociedad (patatas, coches, servicios médicos, programas de televisión) y en qué cantidad (más alimentos que coches, o más programas de televisión que servicios médicos).

2. Cómo van a producir los anteriores bienes y servicios, es decir, qué factores de producción (trabajo, capital, recursos naturales, tecnología) utilizará y cómo los combinará para fabricarlos.

3. Para quién van a fabricarse y distribuirse dichos productos.


Aunque todas las sociedades se hagan estas tres preguntas, cada una tiene una forma distinta de resolverlas. Pensemos, en primer lugar, en las sociedades primitivas, donde son las costumbres y las tradiciones las que se encargan de resolver las tres preguntas anteriores. Aunque estas costumbres y tradiciones, vistas por un observador exterior, puedan parecer extrañas, ineficientes e incluso perjudiciales para esas sociedades, en muchos casos tienen su lógica y sirven perfectamente para mejorar su funcionamiento. Veámoslo con dos ejemplos.


Algunos pueblos primitivos realizan una ceremonia en la que los principales jefes de las diferentes tribus ofrecen festines donde se dilapidan riquezas con el único objetivo de demostrar su superioridad frente a otro jefe. En los casos más extremos, no sólo se distribuían las riquezas entre las otras tribus, sino que incluso se llegaban a quemar las riquezas y la mansión del jefe como suprema manifestación de riqueza, tal como hacían las tribus «kwakiutl» en ceremonias denominadas «potlatch». Una primera impresión podría indicar que el sistema económico (para producir todos esos bienes) se ponía al servicio de la rivalidad o el estatus social que significaba el «potlatch». Pero es justamente lo contrario, la rivalidad y el estatus se orientaban al servicio del sistema económico. El objetivo último era asegurar la producción y distribución de riqueza entre los pueblos que todavía no habían desarrollado plenamente una clase dirigente. Así se impide que la fuerza de trabajo retroceda a niveles de productividad que no ofrecen un suficiente margen de seguridad en crisis tales como una guerra o una pérdida de las cosechas. No todos los pueblos realizan estas prácticas tan extremas como los «kwakiutl», aunque la obsesión por el estatus es algo muy frecuente en muchas sociedades, incluso en la actualidad. Los «grandes hombres» que hacían los «potlatch» se pueden comparar con los empresarios-trabajadores (denominados en Rusia como «stajanovistas») que prestan importantes servicios a la sociedad ya que, como consecuencia de su anhelo de estatus, hay más gente que trabaja mucho más y produce más bienes y servicios para la sociedad. Condiciones naturales y ecológicas que permitan una utilización más intensa de los recursos naturales serán las que determinen, en última instancia, la intensidad de estas expresiones de rivalidad de estatus en determinadas tribus.


El otro ejemplo es el de la prohibición de sacrificar y consumir una carne tan nutritiva como la de la vaca en la India. La lógica de esta prohibición religiosa estriba en que el aumento de la población y la disminución de los recursos en la India a partir del siglo 10 de nuestra era sólo podían sustentarse con una alimentación de vegetales y cereales, mientras que la alimentación de vacas para el posterior consumo humano requiere una cantidad muy grande de cereales y vegetales que se detraen del consumo humano. Además, las vacas de la India son de una variedad (cebú) muy fibrosa y resistente, que necesita muy poco alimento que compita con el consumo humano, y que prestan un gran servicio a sus dueños en forma de fuerza de tiro y estiércol. La prohibición de sacrificarlos se convierte, entonces, en una forma de incentivar el ahorro (en forma de vacas vivas) que, aunque a corto plazo puede parecer ilógico cuando hay una situación de hambre, a largo plazo favorece a la mayoría de la población, sobre todo a los más pobres (para estos y otros ejemplos se puede consultar la obra del antropólogo Harris, 1980 y 1989).


En las sociedades modernas, la solución a las tres preguntas planteadas anteriormente no depende tanto de instituciones como la costumbre, la tradición o la religión, sino que se solucionan principalmente a través de la institución del mercado. El mercado no es más que un mecanismo de coordinación entre dos grupos de agentes, las empresas o empresarios (encargados de producir los bienes y servicios que necesita la sociedad) y las familias (que compran esos bienes y servicios y que también participan, con su trabajo o con sus ahorros de capital, en esa producción). La compra (demanda) y venta (oferta) de los bienes producidos y de los factores necesarios para producirlos (trabajo, capital, recursos naturales) se realiza en los mercados, los cuales se encargan de determinar la cantidad producida (y consumida o utilizada) y su precio.


Los precios son la clave para coordinar el complejo mecanismo que hay detrás de todos los mercados, donde un gran número de oferentes y demandantes, con gustos e intereses dispares, se intentan poner de acuerdo. El precio no es más que una información sobre varias características del bien o servicio a que se aplica: la cantidad existente de ese bien y su escasez relativa, su demanda, la demanda de los factores necesarios para producirlo, la de los bienes de uso alternativo, etc. El precio es un mecanismo para coordinar toda esta información.


Los tres problemas básicos de toda sociedad son resueltos simultáneamente por el mercado y los precios. Qué cosas se producen viene determinado, por un lado, por la demanda de los consumidores, que emiten una especie de voto monetario cada vez que deciden comprar un bien o un servicio y pagar por él, y por el otro lado, por las empresas y su deseo de obtener beneficios. Cómo se producen las cosas se determina a través de la competencia entre los distintos productores de un mismo bien (o de bienes complementarios), que intentan reducir los costes al mínimo adoptando la tecnología y los métodos de producción más eficientes. Y para quién se producen las cosas viene determinado por la oferta y la demanda en los mercados de factores de producción, ya que el pago de las empresas a las familias por sus factores de producción (trabajo, capital) determina la renta que esas familias poseen para comprar bienes y servicios finales o de consumo.


La ciencia económica ha estudiado ampliamente el concepto teórico del mercado como mecanismo de asignación de recursos, basándose en la idea de la «mano invisible» de Adam Smith. Según esta idea, la búsqueda del propio interés por parte de todos los individuos no genera el caos, sino que produce un mundo ordenado y sincronizado gracias al mecanismo del mercado. Sin embargo, esta idea, válida desde un punto de vista teórico, no tiene sentido sin tomar en consideración el marco institucional. El mercado no puede funcionar sin instituciones, es decir, sin un marco previo en el que las relaciones indicadas en el párrafo anterior puedan realizarse con un grado suficiente de seguridad y estabilidad. Si una familia decide vender su factor trabajo a una empresa, necesita que unas determinadas instituciones (por ejemplo la legislación) le asegure que va a ser recompensado por ese factor (a través de las rentas salariales). Para que una empresa decida poner una instalación, precisa que le aseguren sus derechos de propiedad sobre dicha instalación y sobre los beneficios que pudiera obtener de su actividad empresarial. Para que las familias compren en el mercado de bienes finales hay que asegurarles un mínimo nivel de seguridad en esos productos (medidas sanitarias, por ejemplo), porque si no, el coste de información puede ser tan alto que desincentive esa compra. En definitiva, el mercado sólo puede funcionar bajo unas normas o limitaciones institucionales, por lo que la idea del mercado como una «selva» donde cada uno busca su propio interés sin ninguna limitación o norma es errónea. La expresión «libre mercado» debe ser entendida como un mercado donde ciertas limitaciones siempre necesarias le permite crecer y desarrollarse de forma óptima.


Las anteriores reflexiones nos llevan a dos conclusiones. La primera es que existen diferentes tipos de mercados en función de los distintos marcos institucionales que los sustenten. Así, no es lo mismo el funcionamiento de los mercados en Japón, en Estados Unidos o en Europa. En unos sitios, por ejemplo, el mercado de trabajo está más regulado que en otros, los derechos de propiedad sobre los activos son distintos, etc. La segunda conclusión es que existen diferentes instituciones además del mercado. Antes ya se explicaron las costumbres o la religión (que siguen teniendo en la actualidad alguna influencia sobre el comportamiento social), aunque la principal institución alternativa al mercado es el estado. A continuación se explica esta otra institución, manteniendo la dicotomía entre mercado y estado. Más adelante entraremos en los diferentes tipos de mercados y estados que se dan en la economía mundial.

3.2. El estado


El funcionamiento del mercado (explicado anteriormente y visualizado con la idea de la «mano invisible») no siempre es correcto, ya que presenta en numerosas ocasiones multitud de distorsiones denominadas por los economistas «fallos del mercado». Estos «fallos» se pueden agrupar en tres categorías: la eficiencia, la equidad y la estabilidad. A continuación se explican en qué consisten para, posteriormente, analizar cómo el estado intenta solucionarlos.


Una economía es eficiente si está organizada de tal manera que la asignación de todos sus recursos (los bienes y servicios consumidos por la sociedad, y los factores necesarios para producirlos) no se puede mejorar. En este caso, los consumidores obtienen la mejor combinación posible de bienes y servicios dados los recursos y tecnología existentes, y no hay forma de reorganizar esa economía sin empeorar la situación de algún miembro de la sociedad. Evidentemente, es muy difícil conseguir una eficiencia asignativa perfecta (que implicaría llegar a la «frontera de posibilidades de producción»), pero conocer ese límite teórico permite intentar acercarse a él. Los economistas han identificado varios problemas que impiden que el mercado sea totalmente eficiente, los dos más importantes, la competencia imperfecta y las externalidades.


La competencia perfecta (al igual que la asignación totalmente eficiente de los recursos) es una idea teórica que difícilmente se produce en el mundo real. Consiste en suponer la existencia de un número suficientemente elevado de productores (empresas) con una gran rivalidad (competencia) tal que ninguno de ellos pueda influir en el precio final del bien que producen. La competencia imperfecta, por tanto, se produce cuando alguno de los competidores pueda influir en el precio final. El caso extremo de competencia imperfecta  es el monopolio, donde un único productor puede fijar el precio que quiera (suponiendo que no existe en el mercado ningún bien de consumo alternativo). La consecuencia de la competencia imperfecta es una subida de precios y una bajada del volumen de producción final, lo que aleja a la economía de su óptimo de eficiencia.


Las externalidades son el otro ejemplo de «fallo del mercado». El mercado funciona a través de un sistema de precios que coordina el intercambio de bienes y servicios escasos en la sociedad (los bienes no escasos o infinitos, como por ejemplo el aire necesario para respirar, no necesitan tener un mercado ni un precio para utilizarse). El pago o el cobro del precio de un bien implica dar o recibir los efectos positivos y negativos que produce ese intercambio. El problema surge cuando, en determinados intercambios, los precios no reflejan los efectos positivos o negativos de dicho intercambio, efectos que toman el nombre de externalidades. Las externalidades pueden ser positivas o negativas. Ejemplos de externalidades positivas son una explotación de abejas que ayuda a polinizar un bosque cercano propiedad de otra persona, o un establecimiento comercial que atrae clientes a otras tiendas cercanas. Las externalidades negativas son más habituales, como por ejemplo la contaminación de las empresas que afecta a los vecinos de la fábrica. La externalidad se produce si el que provoca el efecto externo no paga (en el caso de las externalidades negativas) o no recibe compensación (en las externalidades positivas). La consecuencia es que el precio de esos productos no refleja toda la información sobre sus consecuencias en la sociedad y, por tanto, se produce una pérdida de eficiencia en dicha sociedad.


La segunda categoría de «fallos de mercado» es la equidad. Aun suponiendo que una economía sea totalmente eficiente, su funcionamiento puede generar grandes desigualdades en la distribución de la renta. Por último, la tercera categoría es la estabilidad, que implica evitar todos aquellos estallidos cíclicos de desequilibrios económicos, como la inflación o el desempleo, que el mercado difícilmente puede controlar.


Una de las principales funciones y justificaciones de la existencia del estado es la de tratar de solucionar los anteriores «fallos del mercado». En primer lugar, los problemas de ineficiencia económica son abordados mediante intervenciones y regulaciones económicas públicas. En el caso de la competencia imperfecta (monopolio), el estado puede establecer leyes antimonopolio con el objetivo de mejorar el funcionamiento del mercado, tal como ha hecho el gobierno de los Estados Unidos desde finales del siglo 19. Las regulaciones públicas también han sido un mecanismo utilizado por el estado para tratar de reducir las externalidades (sobre todo las negativas), aunque ésta no es la única forma de abordar este problema (se puede tratar de solucionar, con ciertas condiciones, mediante la negociación entre los agentes privados afectados, tal como propuso Coase, 1960).


Las desigualdades en la distribución de la renta han precisado de otro instrumento para tratar de corregirlas, los impuestos. El establecimiento de impuestos progresivos que gravan una proporción mayor de la renta de los ricos, y la concesión de ayudas y subvenciones (impuestos negativos) a los pobres, permite realizar una redistribución o segunda distribución de la renta tras la primera distribución que realiza el mercado mediante la retribución de los factores de producción que las familias ceden a las empresas. Pero, además de esta función, los impuestos también sirven para proporcionar los bienes públicos que demanda la sociedad. Los bienes públicos son, en realidad, un caso extremo de externalidad, ya que producen efectos externos de consumo indivisibles en más de un individuo (a las externalidades negativas se les podría denominar, entonces, «males públicos»). Ejemplos de bienes públicos son la defensa nacional, la policía, la justicia y, en general, todos aquellos bienes de cuyo beneficio es muy difícil o imposible excluir a ningún individuo de la sociedad. Se diferencian así de los bienes privados, los cuales se pueden subdividir de manera que vender cada parte es posible competitivamente por separado a diferentes individuos y sin producir ningún efecto externo en el resto. No obstante, los bienes son públicos o privados en diferentes grados, y la decisión de dejar que sea el mercado o el estado el que los suministre puede variar de un país a otro. Por ejemplo, mientras algunos países eligen proporcionar educación y sanidad públicas, en otros estos bienes los proporcionan, de forma mayoritaria, las empresas privadas.


En tercer lugar, el estado trata de garantizar una cierta estabilidad económica. La aportación de uno de los economistas más importantes del siglo 20 (si no el que más), John Maynard Keynes, ha sido fundamental para comprender mejor esta situación. A través de determinadas políticas públicas (fiscales, monetarias o de rentas), el estado procura suavizar las oscilaciones del ciclo económico y atacar los estallidos de inflación y desempleo (Keynes, 1936).


Sin embargo, al igual que el mecanismo de funcionamiento del mercado tiene «fallos», también el estado puede «fallar». Los individuos que forman parte del estado (funcionarios, políticos) tienen intereses que, en muchas ocasiones, no coinciden con los que el estado utiliza para justificar teóricamente las intervenciones y regulaciones públicas. Pero incluso suponiendo que las intenciones del estado (y de los agentes que lo forman) sean buenas y traten de alcanzar el bien común, estas intervenciones necesitan contar con una cantidad importante de información del sector privado que, en numerosas ocasiones, o bien no se puede conseguir, o bien el sector privado no está interesado en proporcionarla. Estos problemas afectan a las diferentes formas de intervención y regulación que se han descrito anteriormente.


La existencia de «fallos» en el funcionamiento del mercado y del estado implica la posibilidad de que cada país o economía escoja diferentes combinaciones de una u otra institución con el fin de responder a las preguntas del qué, cómo y para quién producir. Esto es lo que se analiza en el próximo apartado, utilizando la experiencia real de las diferentes economías del mundo.

3.3. El estado y el mercado en la economía mundial


Las explicaciones anteriores sobre el funcionamiento del mercado y el estado son construcciones teóricas que han elaborado los economistas. Cabe preguntarse si esas explicaciones se ajustan a la realidad, y la respuesta es afirmativa, ya que ambas instituciones funcionan, en términos generales, tal como se acaba de explicar. Sin embargo, esto no significa que puedan funcionar de forma aislada, dicho de otra forma, no se puede entender el funcionamiento de una institución sin la presencia de la otra.


Empecemos con el estado. ¿Es posible el funcionamiento de una economía a través del estado sin la existencia de otras formas alternativas de organización económica como la del mercado?. Teóricamente, sí. Al igual que un solo individuo (por ejemplo Robinson Crusoe) puede contestar a las preguntas básicas de qué, cómo y para quién producir, podría existir una economía planificada ideal que también respondiera a esas tres preguntas. Para ello tendría que haber un grupo de personas (el o los planificadores) encargados de establecer los gustos y la demanda de bienes y servicios del resto de individuos de la sociedad, por un lado, y de poner en funcionamiento las fuerzas productivas encargadas de fabricar esos bienes y servicios, por el otro lado.


Esta planificación se enfrenta a dos problemas. El primero es la recogida de toda la información necesaria para la planificación: los diferentes gustos de todas y cada uno de los miembros de la sociedad, la capacidad de producción de las empresas, la situación de los factores de producción, etc. El segundo problema es la combinación de toda esa información para responder a las preguntas finales de la forma más eficiente posible. Este segundo aspecto equivaldría a tratar de solucionar un problema matemático con millones de ecuaciones e incógnitas, y quizás sería viable con las modernas computadoras electrónicas. Sin embargo, el principal problema del planificador sería la recopilación de toda la información necesaria antes de su procesamiento. No sólo la cantidad de información sería enorme, sino que muchos agentes (consumidores, empresas) no estarían dispuestos a revelar sus preferencias, engañando al planificador.


Los problemas anteriores hacen imposible la existencia de un sistema de planificación central absoluto, al menos en economías con un gran número de individuos. Es posible que en algunas tribus primitivas con un número pequeño de individuos se pudiera dar esta planificación ideal, pero a medida que las sociedades se han hecho más numerosas y complejas, la planificación central absoluta se ha vuelto del todo inviable. Por eso un planificador no tendrá más remedio que descentralizar parte de sus decisiones, dejando que un sistema de precios fije, en parte, las cantidades a producir y a consumir. El planificador sólo dictará las normas generales, dejando que el público decida qué productos consume en cada momento o que los productores determinen la mejor combinación de factores para producirlos. Aunque la mayor parte de las decisiones económicas están controladas por el planificador, la descentralización parcial de los mercados permite que este sistema mixto (planificación más un poquito de mercado) sea viable. Estos sistemas mixtos sí se han dado en la realidad, encontrándose diferentes relaciones o combinaciones de estado y mercado. En un extremo estaría el sistema comunista de la antigua Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS), pasando por regímenes socialistas, hasta llegar a una economía mixta de mercado (la mayoría de los países en la actualidad), donde conviven casi a partes iguales el mercado y el estado. Pero antes de profundizar en estos ejemplos, es necesario reflexionar sobre el otro extremo, es decir, sobre la posibilidad de que exista el mercado sin nada de estado.


Si un sistema puro de planificación centralizada es casi imposible de darse en la práctica, un sistema puro de mercado es aún más inviable, no sólo en la práctica, sino también desde un punto de vista teórico. La clave para entender esta imposibilidad se encuentra en el concepto de bienes públicos y privados que ya se ha explicado anteriormente. El mercado podría encargarse de producir algunos bienes públicos, aunque lo hiciera de forma más ineficiente. Pero hay una serie de bienes públicos que son necesarios para que funcione el mercado, es decir, son previos a la existencia del mercado, y por ello difícilmente podrán ser suministrados por el mismo mercado. La propiedad privada, las leyes que la defienden y que velan por el cumplimiento de los contratos privados, la defensa ante agresiones externas, estas y otras características son necesarias para que pueda existir el mercado, por lo que éste siempre necesitará de un estado, aunque sea mínimo, para garantizar su nacimiento y su posterior funcionamiento.


Una vez examinados los extremos institucionales del estado y el mercado, en la tabla 2 se esquematizan las posibles combinaciones entre ambas instituciones.

Tabla 2. El estado y el mercado en la economía internacional
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Empecemos por los casos extremos. La primera fila refleja la inexistencia de mercado. Esta situación puede ser posible en sociedades primitivas donde otras instituciones como las costumbres, la religión, las supersticiones o incluso el instinto son los únicos medios de regular el comportamiento social. La aparición de un estado pequeño se presenta como un primer paso en la evolución de esas sociedades primitivas, previo a la aparición de cualquier forma de mercado. El aumento de ese estado sin mercado, no obstante, es bastante difícil (salvo en sociedades cerradas con muy pocos individuos) ya que necesitará descentralizar parte de sus decisiones en una institución como el mercado.


La primera columna refleja el otro extremo, la inexistencia del estado. Esta situación ha sido tradicionalmente identificada con grupos humanos primitivos, recolectores o cazadores que no estaban organizados en sociedades o grupos sociales. Por ejemplo, Jean Jacques Rousseau en El contrato social habla del «estado de naturaleza» o «estado natural» como situación previa a la organización social del hombre (Rousseau, 1984). Pero en cuanto aparecen sociedades humanas mínimamente organizadas, siempre aparece el estado. Además, el funcionamiento del mercado es imposible sin un estado, aunque sea mínimo, tal como aparece reflejado en la tabla anterior. Aunque algunos autores como Jasay (1993) aceptan la posibilidad teórica de la aparición del mercado desde una situación de ausencia total de estado, esto nunca se ha producido en la práctica. El ejemplo indicado de la Rusia actual (tras la disolución del régimen comunista anterior) proviene de la desaparición del estado y el mantenimiento de un mínimo mercado existente anteriormente. La explicación de este ejemplo puede ser doble, por un lado, la existencia de formas alternativas al estado que actúan como él (mafias, policía, ejército), y por otro lado, la extraordinaria inestabilidad de esta situación que, por tanto, es provisional, y que seguramente derivará en la desaparición del mercado (si es que se puede considerar que existe mercado en la Rusia actual, donde por ejemplo no está permitida la propiedad privada de la tierra) o en la aparición y consolidación de un nuevo estado.


Las flechas de la tabla 3 indican la evolución más probable de la sociedad hasta la situación actual de la mayoría de los países: un estado grande con mercados muy desarrollados. Tal como se ha explicado en el párrafo anterior, la evolución parte primero de la aparición del estado y la posterior incorporación de mecanismos de mercado. A partir de esta situación (mercado y estado pequeños), se abren las tres posibilidades más comunes. En primer lugar estaría el desarrollo amplio de mercados con un estado muy pequeño que garantizase simplemente el funcionamiento de esos mercados y poco más. Esta situación se ha dado en alguna ocasión (no en muchas), como fue el caso del Reino Unido en el siglo 19. Los autores «liberales» defienden esta situación como la mejor posible tanto para la sociedad en su conjunto como para los individuos que la conforman. En segundo lugar tendríamos el desarrollo amplio del estado que sólo mantiene un mercado mínimo (porque no es posible prescindir totalmente de él). Numerosos países han adoptado este sistema, sobre todo durante el siglo 20 y alrededor de las doctrinas comunistas. El tercer caso es el que poseen la mayoría de los países en la actualidad, con mercados muy desarrollados junto a un estado también muy importante. Evidentemente, hay diferentes grados en el tamaño de ambas instituciones, desde los países con un estado menor, aunque de tamaño considerable (Estados Unidos, Reino Unido), a otros países con un estado mayor (países europeos nórdicos).


Una vez descritas las posibles combinaciones institucionales de las economías internacionales, el siguiente paso es determinar qué combinación es la mejor para asegurar un mayor desarrollo económico y social de los países. Esta es la cuestión que se analiza en el siguiente apartado.

3.4. La eficiencia del mercado y del estado


La eficiencia es la capacidad para cumplir determinados objetivos. Entre estos objetivos los economistas suelen fijarse en el crecimiento económico como uno de los factores más deseables y beneficiosos para el individuo y la sociedad, aunque también se pueden considerar otros factores como la libertad, la estabilidad o la paz. El propósito de este apartado es ver cuál de las dos instituciones, el mercado o el estado, es más eficiente para conseguir esos objetivos. Sin embargo, aunque teóricamente se trata de instituciones alternativas, en la realidad de la economía mundial rara vez existe una sin la otra. Por eso la comparación se realizará entre las diferentes combinaciones de mercado y estado que han adoptado en la práctica los países, fijándonos en las tres alternativas planteadas al final del apartado anterior: mucho estado y poco mercado, mucho mercado y poco estado, y mucho mercado y mucho estado.


A lo largo del siglo 20 se ha desarrollado un enfrentamiento entre dos marcos institucionales alternativos, el de los países comunistas donde el estado acaparó todo el protagonismo reduciendo el mercado a su mínima expresión, y el de las economías capitalistas donde se daba más peso al mercado y menos al estado. La rivalidad entre ambos sistemas se orientó fundamentalmente hacia el ámbito económico, enfrentándose el mecanismo tradicional del mercado a un mecanismo alternativo, el de la planificación centralizada, donde el estado tenía el protagonismo en la movilización y asignación de recursos. Examinaremos a continuación el caso más extremo, que fue el que se produjo en la URSS con los planes quinquenales establecidos por Stalin a partir de 1928. Con estos planes se pretendía responder a las tres preguntas de la sociedad sin contar apenas con el mercado. En cuanto a la primera pregunta, qué producir, se decidió centrar los esfuerzos en sectores considerados estratégicos para un posterior desarrollo general de la economía: industrialización acelerada basada en las industrias pesadas, y desarrollo de la defensa nacional. Esto provocó una situación parecida a una economía de guerra, concentrando la producción en un número muy reducido de sectores, y provocando estrangulamientos e ineficiencias en los sistemas productivos. La segunda pregunta, cómo producir, se hizo a través de unos planes elaborados por los planificadores económicos, que indicaban unos objetivos de producción más preocupados por la cantidad final que por la calidad o el método de alcanzar dicha producción. La desaparición del estímulo de los beneficios que motiva a las empresas, sus gerentes y sus trabajadores, incentivó el simple cumplimiento de la letra del plan, sin reparar en costes o en la calidad de los productos. La última pregunta, para quién producir, se vio influida por la elección de sectores estratégicos a costa de las industrias de consumo, con la idea de sacrificar a las generaciones presentes (con la excepción de algunos privilegiados como los gobernantes y dirigentes del Partido Comunista) para que las generaciones futuras disfrutaran de un mayor bienestar. La población, además de disponer de muy pocos artículos de consumo, salía perjudicada por un sistema inflexible donde los salarios y los precios de los artículos no se basaban en el mercado (que informa de sus características, como la escasez), sino que dependían de las subvenciones o de los precios políticos (meramente contables).


El sistema de planificación soviética fracasó. Los primeros planes parecieron funcionar, dado que las decisiones de asignación de recursos eran relativamente sencillas en un país que partía de un notorio atraso. Pero las constantes e inevitables escaseces y excesos, que se fueron agravando a medida que la economía se hacía más compleja, unidas al grave problema de los incentivos y de la excesiva rigidez de adaptación a los cambios, fueron tensando el sistema hasta su extenuación.


Dentro de las economías comunistas la planificación centralizada se ha aplicado con diferentes intensidades, desde la excesiva rigidez de los planes quinquenales que acabamos de ver, hasta otros sistemas que intentaban mitigar la inflexibilidad del sistema anterior. Incluso en la misma URSS se pasó por diversas fases. Tras la revolución bolchevique de 1917 se estableció un sistema de intervención estatal muy rígido, que nacionalizó los bancos, las principales fábricas y el sistema de transportes, controlando la producción industrial e incautando los alimentos. El resultado fue un descenso de la producción, inflación y crisis generalizada. Las autoridades reaccionaron y en 1921 establecieron la denominada Nueva Política Económica, que intentó flexibilizar los controles y la propiedad públicas, tolerando ciertas formas de propiedad privada e interveniendo sólo en algunos sectores claves como la industria o las finanzas. La llegada al poder de Stalin en 1927 supuso la puesta en marcha de los planes quinquenales ya visto. A raíz de su muerte en 1953 y del 20 Congreso del Partido Comunista de la Unión Soviética (PCUS) de 1956, las autoridades soviéticas tomaron algunas medidas que pretendían liberalizar parcialmente el rígido sistema anterior. Otros países comunistas, como los del Este de Europa, también aplicaron un sistema de planificación más flexible y combinado con cierta cantidad de mercado.


Sin embargo, el sistema comunista ha fracasado en este final del siglo 20. Las economías de estos países se han visto abocadas a la ruina (URSS, Albania, Cuba) o han cambiado hacia una economía de mercado (Europa del Este). Las causas de este fracaso están en que este sistema no puede funcionar a largo plazo, y no por el hecho de realizar una planificación económica, algo que muchos países capitalistas han realizado en muchos momentos de su historia (por ejemplo los planes de planificación indicativa que se pusieron de moda en Europa en los años sesenta del siglo 20, y que coincidieron con un período de intenso crecimiento económico). El factor determinante en la inviabilidad a largo plazo de los sistemas comunistas está en que hacen desaparecer casi totalmente dos instituciones centrales del sistema capitalista: el mecanismo de los precios para la asignación de recursos, y la propiedad privada. Como ya se ha explicado a lo largo de este capítulo, el sistema de precios permite manejar la ingente cantidad de información que existe en una sociedad desarrollada con el objetivo de contestar a las tres preguntas sobre la producción de bienes y servicios, algo imposible de realizar a través de la planificación centralizada; en cuanto a la propiedad privada, esta proporciona los incentivos necesarios para que cada miembro de la sociedad contribuya eficientemente a la producción de los bienes y servicios demandados por esa sociedad (al poder aprovechar el rendimiento de su esfuerzo). Algunos economistas como Ludwig von Mises, Friedrich A. Hayek o Joan Robinson defendieron estos argumentos durante las primeras décadas del siglo 20, y su gran mérito fue mantener una postura contracorriente en un momento histórico en que el socialismo «científico» contaba con la creciente simpatía de la población (además de muchos teóricos como Barone u Oskar Lange) y parecía configurarse incuestionablemente como la gran alternativa al capitalismo.


Parece claro que el sistema comunista ha fracasado como alternativa al capitalismo, y que los intentos de mantener este sistema mediante el incremento de los mecanismos del mercado (una especie de socialismo de mercado o sociedad de mercado planificada) también han fracasado, tal como ocurrió con las reformas de Mihail Gorbachev en la segunda mitad de los años ochenta, que desembocaron en la desaparición de la URSS. No obstante, existe una excepción a las afirmaciones anteriores: la República Popular China. Este país posee un sistema comunista al que, en los últimos años, se le están introduciendo gradualmente algunos mecanismos de mercado (precios, propiedad privada). Y esto no ha impedido que la economía China conozca un extraordinario crecimiento durante estos últimos años, unido a una expansión política de sus fronteras físicas (Hong-Kong, Macao, la presión sobre Taiwan) y a un aumento de su influencia en esa región del mundo. La futura evolución de la economía China, donde habitan más de 1.250 millones de personas (el 20 por ciento de la población mundial), mostrará la viabilidad de este sistema comunista y de su transición hacia una economía con un mayor papel del mercado.


Ante el fracaso de los regímenes comunistas (con la excepción de China), resta analizar los países capitalistas, donde predomina el mercado, aunque el estado también ha alcanzado un tamaño considerable. La discusión se centra en determinar qué tamaño del estado es el óptimo para que, permitiendo operar al mercado, se consiga un desarrollo económico y social óptimo. Mientras que en el siglo 19 el peso del estado era muy pequeño (el ejemplo más destacado fue la economía del Reino Unido), en la actualidad los países más ricos tienen un estado muy grande. La siguiente tabla refleja esta situación.

Tabla 3. Participación del gasto público en la renta nacional (porcentajes)
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Fuente: Comín (1990), p. 440.

Este crecimiento tan importante de los gastos públicos se ha destinado a lo que se conoce como el «estado asistencial» o «estado del bienestar»: educación, salud, pensiones, subsidios de paro y familiares. Algunos de estos gastos permiten aumentar directamente el crecimiento económico al mejorar determinados factores de producción como el capital humano o las infraestructuras, mientras que otros gastos también ayudan a que ese crecimiento sea más equilibrado, al reducir la pobreza, igualar las oportunidades, y disminuir la incertidumbre y la inseguridad asociadas a la vejez, la enfermedad, el desempleo o la inflación. Esto ha permitido, además, legitimar el sistema capitalista mediante la eliminación de numerosos agravios que los partidarios de una alternativa socialista criticaban a la economía capitalista del siglo 19.


Pero la intervención del estado también tiene costes, sobre todo en términos de eficiencia: despilfarros burocráticos, disminución de los incentivos individuales y empresariales ante las generosas transferencias sociales y subsidios a las empresas, alteraciones de los equilibrios macroeconómicos como la inflación o el déficit público, etc. Nos encontramos, por tanto, ante un dilema, ya que para solucionar los «fallos del mercado» es necesaria la intervención del estado, quien a su vez también tiene «fallos». Es necesario determinar, por tanto, la combinación ideal de ambas instituciones. Según la tabla 4, el intenso proceso de crecimiento económico del siglo 20 se ha visto acompañado por un crecimiento paralelo del tamaño del estado, que ha llegado a representar entre un tercio y la mitad de la renta nacional. Un aumento aún mayor del estado crearía muchas ineficiencias, desembocando en regímenes comunistas. Pero algunos autores defienden que el tamaño actual ha llegado a ser excesivo, y sería necesario disminuirlo. No obstante, la tabla 4 muestra una íntima relación entre crecimiento económico y crecimiento del tamaño del sector público: no se podría haber crecido tanto sin ese incremento del estado, siendo el propio crecimiento económico el que demandaba un mayor peso estatal. El hecho de que algunos países atrasados (España, Italia, Portugal) también se retrasaran en cuanto al tamaño de su sector público (que se igualó al del resto de los países avanzados a la vez que convergían económicamente con ellos) confirma esta idea.


La intervención del estado en la economía puede ser de dos tipos: la intervención «presupuestaria», que supone recaudar fondos mediante los impuestos para luego gastarlos, y la intervención «reguladora», que consiste en elaborar normas, reglas o leyes, y en hacerlas cumplir. Este segundo tipo de intervención apenas necesita fondos presupuestarios, sólo los pequeños gastos para elaborar las leyes y para pagar a los funcionarios encargados de aplicarlas. La tabla 4 sólo tiene en cuenta la intervención presupuestaria del estado (los gastos públicos), pero no sus regulaciones, ya que estas últimas son más difíciles de medir. Muchos autores que critican las intervenciones del estado suelen referirse a las regulaciones, tal como algunos economistas han desarrollado teóricamente en los últimos decenios (por ejemplo la Escuela de Chicago). De hecho, las políticas de disminución del sector público realizadas en los años ochenta por Ronald Reagan en los EE.UU. y por Margaret Thatcher en el Reino Unido apenas se notaron en el peso presupuestario del estado (ver tabla 4) y sí en el regulatorio. La eliminación de normas y reglas que impiden la competencia y originan ineficiencias es uno de las políticas que actualmente llevan a cabo la mayoría de los países capitalistas (imitando las actuaciones originales de Reagan y Thatcher), y es una muestra más de las controversias acerca del papel del estado en la economía y de la búsqueda de una combinación ideal entre estado y mercado para mejorar el desarrollo económico y social de los países.


Hasta ahora se ha analizado el marco institucional del estado en términos de «cantidad», es decir, del tamaño del estado en comparación con el mercado. Para concluir este apartado es necesario hacer referencia a su «calidad», esto es, a los diferentes tipos de estado independientemente de su tamaño (aunque puede existir una relación entre cantidad y calidad, tal como se verá más adelante). Los filósofos de la Antigua Grecia establecieron la clásica división tripartita entre «monarquía» –gobierno de uno solo–, «oligarquía» –gobierno de algunos– y «democracia» –gobierno de todos–. Esta clasificación ha sido la dominante hasta el siglo(20, momento en la que fue sustituida por otra, más moderna, que diferencia entre «democracia» y «dictadura». La democracia consiste en dar el poder al pueblo, en permitir el desarrollo de las libertades (públicas y privadas) y la igualdad de oportunidades, en defender a las mayorías a la vez que se protege a las minorías, y en evitar la concentración de mucho poder en unas pocas manos. La dictadura, por tanto, será todo aquel régimen que incumple una o varias de esas características fundamentales de la democracia. Así, en las dictaduras el poder no suele alcanzarse mediante procesos de elecciones competitivas, sino a través del uso de la fuerza (aunque hay excepciones, como Mussolini en Italia o Hitler en Alemania, que alcanzaron democráticamente el poder). Evidentemente, las dictaduras eliminan las elecciones periódicas o las manipulan a su favor, provocando así la concentración del poder en unas solas manos (las del dictador o las de un pequeño grupo o partido). Esto supone la eliminación o disminución de los otros poderes del estado, siempre con el objetivo de impedir que otros grupos alcancen el poder. El acatamiento no se consigue mediante el conflicto controlado entre las partes, sino por imposición (generalmente mediante el uso de la fuerza), aunque muchas dictaduras utilizan otros mecanismos para conseguir un mayor acatamiento y legitimidad (por ejemplo, ofreciendo estabilidad y desarrollo económico a cambio de aquiescencia política). Por último, las dictaduras suelen ser menos respetuosas con algunas instituciones que regulan y permiten la acción política colectiva: la protección a las minorías, los derechos humanos, la libertad de prensa, etc. (aunque en este último caso puede haber grandes diferencias entre los distintos tipos de dictaduras, ya que se trata de una cuestión de grado).


Existen muchos tipos de democracias y de dictaduras, ya que cada régimen político puede adoptar diferentes estrategias o modelos institucionales para conseguir sus objetivos. Así, en las democracias existen gobiernos presidenciales, parlamentarios o mixtos, distintos tipos de Constituciones, de derechos humanos, distintas formas de elección y de control del gobierno y la burocracia, etc. De todas formas, estas diferencias no son muy importantes, ya que no afectan a las características esenciales de la democracia. Todo régimen que cumpla con las condiciones descritas anteriormente se considera democrático, independientemente de los modelos institucionales que posea para desarrollar esas condiciones. Esta es la razón que explica por qué la variedad tipológica entre las democracias es muy pequeña. Salvo algunas diferencias funcionales (por ejemplo, democracias presidencialistas o parlamentarias), o el hecho de que puedan existir democracias imperfectas que no desarrollen completamente alguna de las condiciones básicas de ese régimen, las democracias constituyen un conjunto bastante homogéneo. Todo lo contrario ocurre con las dictaduras, donde históricamente ha existido una mayor variedad de tipos o clasificaciones: dictaduras totalitarias, autoritarias, personales, de partido único, provisionales, fascistas, etc.


Muchos economistas se han preocupado por la relación entre el régimen político y el crecimiento, intentando demostrar que las dictaduras o las democracias favorecen más el desarrollo económico. Los numerosos estudios que se han hecho sobre esta cuestión arrojan resultados muy variados, que se pueden agrupar en tres conjuntos. En el primero estarían aquellos estudios que defienden que la democracia es el sistema que asegura un mayor crecimiento. Las causas son variadas, y entre otras se pueden argumentar las siguientes: mejor garantía de los derechos de propiedad, mayor apoyo al mercado y a sus mecanismos asignativos, mayor control de las actividades de búsqueda de rentas al facilitar que la acción colectiva se realice de forma pública, o mejora de la estabilidad política y social. El reciente premio Nobel de Economía, Amartya Sen, apoya esta línea argumentando que las democracias son más eficientes para solucionar algunos problemas graves y específicos como la hambruna  (Sen, 1981). Un segundo grupo de autores, aun aceptando las ventajas a largo plazo de las democracias, defienden que las dictaduras pueden ser más eficaces en determinados momentos o circunstancias. Por ejemplo, una dictadura puede tener mayor capacidad para incrementar la inversión obligando al ahorro forzoso a las rentas más bajas, o puede tener mayor capacidad para aislarse de los grupos de intereses que buscan conseguir rentas del estado. Estos argumentos relacionan el tipo de régimen con el nivel de desarrollo de cada país, defendiendo que en países con un bajo nivel de desarrollo económico puede ser más eficiente una dictadura que una democracia. Por último, existe un tercer grupo de autores, entre los que podemos destacar a Robert Barro, que afirman que el sistema político es irrelevante para el crecimiento económico: lo importante es la economía y no la política, y si un régimen es capaz de asegurar derechos de propiedad y mercados libres, crecerá mucho más que otro que falle en esto, sea cual sea ese régimen. Así, existen dictaduras que aseguran un marco económico más adecuado para el crecimiento (Corea del Sur) y democracias que no lo hacen (la India). Esta postura se acerca a la anterior, al apoyar la hipótesis de que en países con bajos niveles de renta es más eficaz una dictadura, y que,

las libertades políticas son una especie de bien de lujo. Los países ricos consumen más democracia porque es un bien deseable en sí mismo incluso aunque el incremento de las libertades políticas pueda tener un pequeño efecto desfavorable en el crecimiento. Esencialmente, los países ricos pueden permitirse esa reducción en su progreso económico, (Barro, 1994, p. 25).

Barro contempla los derechos políticos como algo gradual: muy pocos derechos impiden el crecimiento (al no protegerse los derechos de propiedad, la estabilidad, etc.) pero muchos lo frenan, por lo que hay que buscar el equilibrio, relacionándolo con el nivel de desarrollo económico (es necesario recordar que otros economistas, por ejemplo el mencionado Sen, critican esta interpretación).


Todo el debate que se ha planteado anteriormente contiene implícito un elemento ideológico: el convencimiento de que la democracia es, en última instancia, el sistema político más deseable. Incluso aquellos que defienden la mejor capacidad para el crecimiento de determinadas dictaduras, lo hacen con determinadas condiciones (nivel de rentas bajo) y, al final, aceptan la superioridad de la democracia cuando un país ha alcanzado un determinado nivel de desarrollo. En el momento en que se escriben estas páginas, las democracias capitalistas o liberales parecen haberse impuesto frente a otros sistemas políticos. No obstante, esta conclusión puede ser precipitada, ya que el análisis de la evolución de los regímenes políticos en el siglo 20 muestra cómo durante la mayor parte de este siglo este sistema político estuvo en decadencia frente a otros sistemas dictatoriales como el fascismo o el comunismo. Es demasiado precipitado concluir que estamos ante el final de la historia donde la democracia liberal vence definitivamente a todos sus rivales; una visión de la historia de la democracia a muy largo plazo permite comprender mejor esta cuestión. Rodríguez Adrados (1997) ofrece un ensayo en este sentido, donde se observa cómo desde la antigua Grecia, pasando por Roma y llegando hasta nuestros días, la democracia surge y desaparece, está en lucha continua y no siempre victoriosa frente a otros sistemas (la idea de los «ciclos constitucionales» de Platón), y se caracteriza por ser un sistema en crisis permanente, que puede en cualquier momento dar paso a otras formas no democráticas de gobierno. Por su parte, Jasay (1993) también comparte esta visión dinámica del estado, que puede evolucionar desde la dictadura a la democracia y viceversa, sin que el sistema democrático constituya un final equilibrado en esta evolución.


La última reflexión de este apartado retoma la relación entre mercado y estado, poniendo en conexión el tipo de régimen con la cantidad y combinación de estado y mercado en una determinada economía. Esta relación se centra en el hecho de que el mercado es un mecanismo absolutamente democrático para determinar la producción y la distribución de los bienes y servicios en una sociedad. En el mercado son los consumidores los que deciden qué es lo que produce la economía. Esta decisión, basada en sus gustos, se realiza o se expresa mediante sus decisiones de comprar unos bienes u otros. Estas decisiones serían una especie de «votos monetarios», que reflejan esos gustos de forma totalmente democrática, sin que nada ni nadie pueda manipularlos cuando el mercado funciona perfectamente y sin interferencias. La única limitación o restricción la impone la tecnología y los recursos existentes en una economía en un determinado momento. Los economistas denominan a esta limitación la «frontera de posibilidades de producción». Una economía no puede traspasar esa frontera (por ejemplo, no podemos viajar a Saturno o disponer de una playa desierta para cada habitante del planeta, porque la tecnología o los recursos son, en estos momentos, insuficientes para alcanzar dichos fines), pero los consumidores de una economía de mercado son absolutamente soberanos para elegir democráticamente el punto de la frontera de posibilidades de producción en el que se situará su economía. El mercado es, por tanto, una especie de intermediario entre los gustos de todos los consumidores y las limitaciones de los recursos y la tecnología que existen en un determinado momento en una economía.


La íntima relación que existe entre el mercado y la idea de democracia, entendida esta última como el hecho de admitir que la soberanía popular expresada a través de algún tipo de votación se imponga, permite relacionar el mercado con la democracia política. Un régimen que acepta el mercado, acatando sus consecuencias reflejo de la soberanía del consumidor, es más probable que sea políticamente democrático. Una dictadura, que se niega a aceptar la soberanía popular en el ámbito político, es muy difícil que acepte la soberanía popular en el ámbito económico. Por eso los regímenes que rechazan el mercado, básicamente los sistemas comunistas, no son políticamente democráticos. Y las dictaduras que van abriendo paso al mercado (hay muchos ejemplo, como la dictadura de Franco en España, la de Salazar en Portugal, la de Pinochet en Chile, etc., ¿pasará lo mismo con China?), acaban desembocando en una democracia. Los ciudadanos, al empezar a acostumbrarse a practicar la democracia en el ámbito económico, pudiendo elegir libremente los productos que desean consumir sin que esos gustos les vengan impuestos por las autoridades, acaban reclamando, en un proceso imparable, esos mismos derechos democráticos para sus decisiones políticas. Democracia, mercado, y crecimiento económico están íntimamente relacionadas en este final del siglo 20, y los países más desarrollados, tanto política como económicamente, se ajustan a estos parámetros institucionales.

4. Las instituciones ante el crecimiento y el intercambio en la economía mundial


En el epígrafe anterior se han estudiado las principales instituciones que determinan el marco general donde se desarrollan las economías. Este marco está  caracterizado, en la mayoría de los países actuales, por tener un mercado muy desarrollado junto a un sector público también muy importante. No obstante, por debajo de este marco institucional general existen otras características institucionales que hacen que estos países sean diferentes entre ellos. En este epígrafe se hace un breve repaso a estas diferencias institucionales. En primer lugar se analizan las instituciones que influyen en el crecimiento económico de los países, y en segundo lugar aquellas que permiten y aseguran el intercambio; un tercer apartado estudiará una de las instituciones más determinantes para el desarrollo económico, la empresa y los empresarios, cuyo estudio por parte de los economistas está muy relacionado con el análisis institucional.

4.1. El crecimiento económico


Los economistas contemplan el crecimiento económico como una función de producción donde el incremento de la renta se relaciona con el de los factores de producción: población, capital físico, capital natural, capital humano, tecnología. Sin embargo, las instituciones no pueden ser consideradas como un factor de producción más, en el sentido que su incremento provoque un aumento de la renta; su influencia en el crecimiento se produce de forma indirecta a través de los factores de producción, importando más su calidad que su cantidad. Ocurre algo parecido a la tecnología, que incrementa la calidad de los otros factores de producción y les permite ser más productivos. Hay dos elementos que determinan, por tanto, el crecimiento de la renta: el primero es el aumento de los factores de producción, de su cantidad, y el segundo es el aumento de su calidad asociado al progreso técnico. Esta idea es la que utilizan los economistas cuando tratan de medir los factores que influyen en el crecimiento económico de los países: la medición de los factores tradicionales como el trabajo o el capital es bastante sencilla, y el residuo que queda sin explicar se atribuye al progreso técnico. Así aparece en el estudio más importante sobre las fuentes del crecimiento de los países capitalistas, realizado por Maddison  (1982).


De todas formas, sigue quedando una parte del crecimiento no explicada por lo anterior, y que en el estudio de Maddison se atribuye (para el crecimiento de los años ochenta) a otros factores como los cambios en la estructura económica, el efecto de convergencia o catch up, los efectos inducidos por el comercio internacional, las economías de escala desvinculadas del progreso tecnológico, el aumento de los precios de la energía, los descubrimientos de nuevos recursos naturales, los costes de la regulación pública, las regulaciones laborales, y la utilización de la capacidad productiva. Por encima de los aspectos coyunturales propios de la época que estudia Maddison, en estos factores encontramos la influencia del marco institucional. Las instituciones permiten o dificultan que el resto de los factores de producción desarrollen su potencial de crecimiento económico.


Así, aunque un país pueda crecer mediante la acumulación de capital físico, el marco institucional influye en las posibilidades de poder acumular dicho capital. Empezando con el ahorro, es necesario que existan instituciones que garanticen los derechos de propiedad sobre ese ahorro, que permitan acumularlo (el sistema financiero es una institución básica en este sentido), o que faciliten su transformación en capital. También son necesarios derechos de propiedad sobre el capital en poder de las empresas, o un ambiente de paz y tranquilidad para asegurar los beneficios futuros de una inversión en capital, algo que sólo un marco institucional adecuado puede asegurar.


La evolución de la población también depende de las instituciones. Las costumbres sociales y religiosas, por ejemplo, determinan en buena medida las tasas de fecundidad y la evolución del tamaño de la población. En cuanto a la inversión en la calidad de la población, lo que se conoce como capital humano, además de las condiciones generales de estabilidad institucional que se requieren para garantizar cualquier tipo de inversión, la institución familiar y las inversiones públicas en educación permiten incrementar el capital humano de forma apreciable.


El medioambiente o capital natural también guarda una estrecha relación con el marco institucional. Los problemas medioambientales están casi siempre asociados a las instituciones, por ejemplo, a la indeterminación de los derechos de propiedad que provoca la sobreexplotación de recursos. La paradoja de países con abundantes recursos naturales que tienen un pobre desarrollo económico (por ejemplo Brasil) frente a países con escasos recursos naturales y mucho crecimiento (por ejemplo Japón) se explica, además de por el capital humano, por los diferentes marcos institucionales que, en un caso, impiden aprovechar las riquezas naturales, y en el otro caso permiten superar las limitaciones de sus recursos.


El último factor de crecimiento es la tecnología, que al igual que los anteriores también está influida por el marco institucional. Además de la estabilidad necesaria, la inversión en tecnología exige normalmente la intervención del estado y el establecimiento de una serie de herramientas, como las patentes, que aseguren la continuidad del esfuerzo tecnológico en el tiempo.


En el anterior repaso a las relaciones entre las instituciones y los diferentes factores de producción ha aparecido frecuentemente el concepto de capital. Antiguamente este término se asociaba a las máquinas o herramientas, lo que actualmente se denomina capital físico. Pero el concepto de capital se puede entender como algo más genérico, asociado a la acumulación: el proceso de crecimiento económico se produce mediante la acumulación de recursos económicos para poder producir mejor. Esta acumulación se puede realizar a través de máquinas, donde se reúnen los conocimientos técnicos, la tecnología, y el ahorro que permite trasladar el consumo presente hacia el futuro (capital físico). Pero también hay otros tipos de acumulaciones que dan lugar a otras formas de capital. El capital humano es la acumulación de conocimientos y experiencias en las personas. El capital financiero permite acumular crédito y financiación. Y el capital natural no es más que los recursos naturales acumulados, que son dotados por la naturaleza, y que pueden incrementarse o reducirse a lo largo del proceso de crecimiento económico. En consecuencia, las instituciones pueden ser vistas como otro tipo de capital, lo que algunos autores han denominado capital social. El capital social supone la acumulación de las experiencias que se producen en la sociedad. La definición de capital social puede llegar a ser muy amplia, incluyendo las instituciones formales, las relaciones, las actitudes y los valores que gobiernan las interacciones entre la gente y que contribuyen al desarrollo económico y social. No obstante esta definición es similar a la que hemos adoptado en este capítulo sobre las instituciones, que son algo más amplias que las simples instituciones formales que pueden existir en cualquier sociedad.


Las instituciones poseen una influencia decisiva en los procesos de crecimiento económico de los países. Un marco institucional puede favorecer el crecimiento o, por el contrario, hacerlo totalmente imposible. Ya Adam Smith había comprendido esta idea, y puso el ejemplo de China (finales del siglo 18). Según este autor, China había alcanzado el máximo nivel de opulencia compatible con sus leyes e instituciones, ya que éstas prácticamente no dejaban lugar al comercio exterior, no ofrecían seguridad a los propietarios de pequeños capitales, y no garantizaban adecuadamente el cumplimiento de los contratos de crédito, generando una notable incertidumbre. El premio Nobel de economía Douglas C. North aplica este mismo razonamiento para estudiar la historia económica a través del cambio institucional (North, 1993).


Se pueden seguir poniendo ejemplos de la influencia de las instituciones en el desarrollo económico. Tomemos el caso de la degradación medioambiental en los países pobres, que muchas veces se relaciona con la desaparición de instituciones claves. Es el caso de la propiedad comunal, que permite establecer un sistema de control y vigilancia a través de una disciplina bien definida de responsabilidades (derechos y obligaciones de los individuos de la comunidad) en el aprovechamiento de recursos (bosques y tierras), que impide la sobreexplotación de dichos recursos. El problema surge cuando el colonialismo y más tarde las nuevas naciones-estado nacidas tras la descolonización destruyen muchas de las instituciones y organizaciones de carácter comunitario, sin ser capaces de sustituirlas por un entramado institucional alternativo. El resultado fue una degradación acelerada que sólo se ha podido frenar mediante el restablecimiento de sistemas de gestión locales, reconociendo que involucrar a los locales en la gestión y aprovechar las prácticas y conocimientos populares sobre las características del entorno son requisitos fundamentales para llevar a cabo programas de administración ajustados al medio y a las necesidades de las comunidades. Existen varios ejemplos de países en esta situación con respecto a sus bosques, como Nepal, Birmania, India, Brasil o Africa Subsahariana. El hecho de que en los países capitalistas avanzados no esté muy desarrollada la propiedad comunal frente a otras formas de propiedad como la individual o la estatal, no invalida su eficiencia institucional en los países menos desarrollados. Además de los bosques, otros recursos naturales como los elefantes muestran la efectividad de la propiedad comunal para evitar su explotación. Más que medidas de prohibición de comercio de marfil o de castigo a los cazadores furtivos, la venta (o cesión) de las manadas de elefantes a las tribus para que los exploten en régimen de propiedad comunal ha permitido aumentar el número de estos mamíferos, ya que la propiedad involucra a los individuos de esas tribus en su control y explotación, incentivándoles a conservar ese recurso para sus distintos usos (marfil, carne, turismo).


El desprecio por el marco institucional, que hasta hace poco tenían muchos economistas, ha tenido efectos negativos no sólo desde un punto de vista teórico, sino también en términos prácticos. Así, un error frecuente en el que han incurrido algunos organismos internacionales -como el Banco Mundial o Naciones Unidas- ha sido el de pensar que existían remedios económicos simples y generales, aplicables en cualquier momento y lugar para promover el desarrollo económico. Aunque determinadas políticas económicas hayan funcionado bien en ciertos países occidentales, no siempre se pueden aplicar en el resto del mundo en los mismos términos y con idéntica eficacia. Las políticas de sustitución de importaciones, el desarrollo subsidiado de industrias pesadas, o los planes faraónicos de infraestructuras no han tenido los efectos esperados en la mayoría de los países pobres. El gran error está en olvidar que las instituciones tienen mucha importancia en relación con el problema de qué política recomendar y cómo diseñarla. Es necesario tener en cuenta el marco institucional original de esos países y, además, tal como nos recuerda Hayek, tener mucho cuidado con cambiar rápidamente instituciones que han tardado mucho tiempo en formarse y que han demostrado su perfecta adaptación a la sociedad donde funcionan (como ocurre con la propiedad comunal antes descrita). Sólo teniendo en cuenta el elemento institucional se garantizarán un mejor y más equilibrado crecimiento económico.

4.2. Las instituciones y el intercambio: la globalización


El crecimiento y el intercambio son dos conceptos básicos y relacionados entre sí para comprender el desarrollo de la economía internacional. El crecimiento de un país depende no sólo de que pueda producir más bienes y servicios a través del incremento de los factores de producción, sino que está asociado al intercambio entre dichas mercancías, bien dentro de ese país, bien con otros países. Un país que se conforme con producir en su limitado mercado interior, por muy grande que este sea, está obstaculizando su potencial de crecimiento. Las ventajas de la especialización, que ya mencionó hace más de dos siglos Adam Smith, sirven igual para un individuo que para un país: «es la máxima de todo jefe de familia prudente, nunca tratar de producir en casa lo que le costaría más producir que comprar […]. Lo que es prudencia en la conducción de toda la familia privada, puede difícilmente ser locura en un gran reino. Si un país extranjero puede proveernos un bien más barato de lo que nosotros mismos podemos producirlo, es mejor comprárselo con alguna parte de la producción de nuestra propia industria empleada en una forma en la cual tengamos alguna ventaja»  (Smith, 1776, libro 4, cap. 3).


El intercambio en la economía internacional se realiza a través de tres elementos: 1) el intercambio de bienes y servicios, 2) el sistema monetario necesario para facilitar dicho intercambio, y 3) los intentos de integración comercial, económica y política de países independientes pertenecientes a una misma área geográfica. Al igual que ocurre con el crecimiento, las instituciones influyen decisivamente en el intercambio. Sin instituciones que garanticen la propiedad de las mercancías intercambiadas o la seguridad en su transporte, no se podría producir dicho intercambio. De hecho, el dinero es en sí mismo una institución clave para el intercambio, al permitir superar las dificultades del trueque y ampliar las transacciones. El dinero nacional normalmente está respaldado por los estados de cada país, aunque su origen parece ser espontáneo y no premeditado. En el caso de los intercambios entre países también son necesarias instituciones que hagan de «dinero internacional», bien sean espontáneas (mercados de cambios de divisas) bien proyectadas conscientemente (sistemas monetarios que establecen tipos de cambio cuasifijos como el creado por el Fondo Monetario Internacional después de la Segunda Guerra Mundial, o que unifican varias monedas en una sola como la reciente creación del Euro en la Unión Europea).


Pero la importancia de las instituciones en el intercambio internacional ha adquirido una extraordinaria relevancia en los últimos años debido al proceso de globalización de la economía mundial. Anteriormente el comercio internacional era una actividad complementaria de la economía nacional, que servía para importar los productos que no se podían fabricar (o que era muy caro hacerlo) en el interior del país, y para exportar aquellos productos donde tenían ventaja comparativa para poder adquirir las divisas necesarias para el intercambio. En la actualidad, y gracias sobre todo a los avances tecnológicos en los medios de comunicación (transporte, telefonía, internet), las fronteras nacionales están diluyéndose frente a un comercio internacional cada vez más desarrollado. Por ejemplo, la fábrica de aviones más importante del mundo, Boeing, emplazada en Seattle (EE.UU.), para fabricar muchos de sus modelos compra las alas en Corea, los alerones en Sevilla, los motores en el Reino Unido, el cableado en Francia, etc., y todas esas piezas se ensamblan después para producir varias decenas de aviones al mes, que volarán para las líneas aéreas de cualquier país del mundo. Lo mismo ocurre con el resto de las empresas mundiales, que además de las mercancías de otros países, también tienen en cuenta el precio de los factores de producción en otras partes del mundo (por ejemplo, el de la mano de obra, o el sistema impositivo sobre los beneficios y capitales). Este proceso de globalización, además de requerir un marco institucional favorable que asegure los intercambios (algo que se ha venido produciendo con estabilidad desde la Segunda Guerra Mundial) también precisa de nuevas instituciones que lo regulen. Si al principio eran los estados nacionales los que negociaban y garantizaban (en muchas ocasiones también frenaban) los intercambios comerciales, en la actualidad estos estados pierden peso en favor de otras instituciones más globales, como es el caso de la reciente Organización Mundial del Comercio. Para facilitar la disposición de medios de pago internacionales se han intentado establecer instituciones monetarias supranacionales como el Sistema Patrón Oro en el siglo 19 o el Sistema de Bretton Woods en el 20; aunque ahora mismo no existe un sistema similar basado en tipos de cambio cuasifijos, sí que se plantea la necesidad de establecer mecanismos internacionales de control de capitales y divisas. Y, por último, el incremento del intercambio internacional genera varios movimientos de integración económica de países cercanos que ven la necesidad de aumentar sus relaciones comerciales, monetarias e incluso aspirar a una unidad política, para aprovechar mejor las oportunidades que abre la globalización. El proceso de integración más desarrollado es el de la Unión Europea, aunque están apareciendo procesos similares en otras partes del mundo.


Se discute mucho las ventajas e inconvenientes de la globalización. Algunos autores destacan los problemas que puede originar, como el desempleo masivo, la excesiva interdependencia con crisis en otras áreas lejanas (por ejemplo, la reciente crisis asiática que afectó al resto del mundo), la competencia «desleal» de los países pobres al aprovecharse de sus bajos salarios, o la estrategia de los países ricos para dominar y «explotar» a los pobres. Otros argumentan que los beneficios superan con creces a los supuestos problemas que provoca la globalización, sobre todo en términos de apertura de mercados, de ampliación de oportunidades de consumo, o de incremento del desarrollo económico y del nivel de vida. Pero por encima de esta discusión, todo el mundo está de acuerdo en que la globalización es un proceso imparable y que cada vez va a más, lo que exige, para poder comprenderlo y analizarlo, tomar en consideración el marco institucional; esto permitirá ampliar esta globalización a la vez que controlar sus eventuales efectos negativos.

4.3. La empresa y los empresarios


El interés de los economistas por las instituciones se centró originalmente en los estudios de la empresa y los empresarios, por lo que es necesario analizar estos elementos bajo el prisma del estudio institucional. Retomando la discusión sobre el mercado y el estado en la economía, la empresa aparece, a primera vista, como un elemento más relacionado con el mercado que con el estado. La respuesta a la pregunta de cómo producir se realiza casi siempre en el seno de las empresas; ellas son las encargadas de combinar los factores de producción (trabajo, capital, recursos naturales, tecnología) para producir los bienes y servicios que demanda la sociedad, siempre bajo la influencia de los precios. Desde el lado de la oferta, los precios de los factores de producción (salarios, tipos de interés, precio de las materias primas y de la obtención de tecnología propia o ajena) determinan la mejor combinación para alcanzar los objetivos de producción; desde el lado de la demanda, los gustos de la gente y su consumo de los bienes y servicios producidos por la empresa influyen en los precios que dicha empresa pone a sus productos. Los beneficios o pérdidas de cada empresa son el indicador de su eficiencia o ineficiencia para producir de forma óptima los bienes y servicios demandados por la sociedad. Las empresas ineficientes serán, al final, expulsadas del mercado.


Pero cuando los economistas se han puesto a analizar más detenidamente el funcionamiento y la organización interna de las empresas, su identificación con el mercado ha resultado menos clara. El primer economista que reflexionó sobre este hecho fue Ronald Coase (1937). Coase se fijó en los costes de transacción que existen en una economía, es decir, en todos los costes asociados a un intercambio aparte del precio de las mercancías intercambiadas: encontrar a otra parte que quiera intercambiar, negociar con ella, arriesgarse a confiar en ella, etc. En un sistema capitalista basado en la competencia entre agentes individuales (el denominado «homo oeconomicus») y en la propiedad privada, existen dos formas alternativas de reducir los costes de transacción. La primera es el mercado, esto es, la realización de transacciones por parte de un gran número de agentes; estas transacciones se basan en el precio, son instantáneas e impersonales, y funcionan de forma descentralizada. Pero existe una segunda forma alternativa de reducir los costes de transacción, la empresa, que tiene un funcionamiento opuesto al del mercado: frente a las transacciones instantáneas e impersonales del mercado, en la empresa se producen contratos sucesivos basados en la confianza y el prestigio; y frente al funcionamiento descentralizado del mercado, la empresa está organizada de forma jerárquica y centralizada (el orden se impone desde arriba). En este sentido, la empresa tiene un funcionamiento mucho más cercano al del estado que al del mercado, porque el poder se encuentra centralizado, bien en los propietarios de la empresa (equivalentes al gobierno en un estado), bien en sus altos directivos que consiguen burlar el control de los propietarios (equivalentes a los funcionarios públicos). Mercado y empresa son, por tanto, dos formas alternativas de organización en función de los costes de transacción.


La idea de que mercado y empresa son instituciones diferentes no ha sido tan evidente para muchos economistas. Según estos, la empresa se considera como una simple función de producción basada en la tecnología, encargada de combinar los factores de producción para elaborar los bienes y servicios demandados por la sociedad. La empresa se convierte entonces en una especie de «caja negra» donde lo relevante no es aquello que ocurre dentro de esa caja, sino lo que está fuera de ella, el mercado. La empresa simplemente reacciona ante los estímulos externos de ese mercado (precios, tecnología disponible).


Frente a esta idea, algunos economistas empezaron a destacar la relevancia de lo que ocurría dentro de la empresa, la importancia de su organización, que no sólo se relaciona con la dotación tecnológica. La organización es importante, y no está simplemente determinada por una función de producción única para el nivel de tecnología existente en un momento determinado, ya que, con un mismo nivel de tecnología, caben comportamientos diferentes y organizaciones de muy diverso tipo. Los primeros pasos en esta dirección se produjeron mediante el estudio de la figura del empresario. Por un lado, Joseph Schumpeter, partiendo de la idea de que el desarrollo económico se produce mediante el desequilibrio (el equilibrio equivale a estancamiento), argumenta que dicho desequilibrio es provocado por un grupo de empresarios innovadores que rompen con las tradiciones y las costumbres existentes anteriormente. Estos «empresarios schumpeterianos» (así llamados en homenaje al gran economista) son el verdadero motor del crecimiento económico al poner en marcha innovaciones tecnológicas o nuevas combinaciones de factores productivos, dinamizando la actividad económica (Schumpeter, 1934). Por otro lado, Frank Knight destacó la existencia de incertidumbre como una característica básica de la competencia económica y como fuente de beneficio empresarial. El empresario es el que asume ese riesgo en espera de un beneficio futuro incierto (Knight, 1921). Las ideas de estos dos economistas, expuestas en el primer tercio del siglo 20, han sido desarrolladas posteriormente por otros muchos autores que relacionan la figura del empresario con factores psicológicos, intuitivos e impredecibles.


Uno de los fallos más importantes de la corriente principal de la teoría económica está en su dificultad para explicar por qué cambia la tecnología. Explican muy bien la situación de equilibrio o de pequeños movimientos en torno al equilibrio (con una dotación tecnológica fija), pero no las situaciones de cambio tecnológico profundo y rápido. Las anteriores teorías del empresario son un intento de responder a esta cuestión basándose en el empuje de unos individuos especialmente arriesgados e innovadores. Pero esta no es una explicación satisfactoria, aunque tiene la virtud de mostrar ese fallo explicativo de la corriente principal de la economía. Este problema teórico ha dado paso, en los últimos años, a un extraordinario desarrollo de la teoría económica de la empresa denominada genéricamente «organización industrial». Este desarrollo sigue dos caminos. El primero consiste en mejorar los modelos económicos ya existentes mediante una mayor complejidad matemática que permita incluir la incertidumbre, el coste de la información y el cambio tecnológico endógeno dentro de la función de producción. Este análisis sigue mirando a los mercados, no al interior de la empresa, intentando recoger de forma realista los casos en que esos mercado son imperfectos.


El segundo camino es el que aquí más nos interesa, y parte del planteamiento de Coase de que empresa y mercado son dos formas alternativas de organización económica. Es necesario analizar lo que ocurre dentro de la empresa: los contratos, las relaciones laborales, los mecanismos psicológicos, las relaciones de la propiedad con la gerencia, etc. Y para eso es muy útil el análisis de las instituciones y las herramientas que posee esta nueva corriente dentro de la economía (denominada «neoinstitucionalismo»). Según Santos, este camino institucional es el más prometedor, ya que consigue enlazar «las cuestiones tecnológicas y las organizativas conjuntamente […] sin las limitaciones del enfoque neoclásico, y permite tender un puente en la actual distancia que separa la teoría económica de la práctica y la enseñanza de los negocios»  (Santos, 1997, p. 317).


La consideración del marco institucional en el estudio de las empresas y los empresarios produce resultados muy interesantes para el caso de la economía internacional. Un primer acercamiento simple a la relación entre empresarios y marco institucional consiste en suponer que esa relación es sólo exógena o unidireccional, de tal manera que el empresario se adapta al marco institucional existente, pero no intenta modificarlo. Esta visión contiene implícitos varios supuestos, el principal, la homogeneidad de todos los empresarios cuyo único objetivo es maximizar beneficios. Siguiendo con la simplificación, los empresarios pueden orientarse hacia dos tipos de actividades, 1) las productivas regidas por un mercado competitivo e impulsadas por el proceso de innovación, y cuyos beneficios sociales (crecimiento de la renta y del bienestar) superan a los individuales (beneficios empresariales), y 2) la búsqueda de rentas a través del sector público, actividad que no genera nuevas rentas ya que sólo redistribuye las existentes, y que incluso puede provocar otro tipo de ineficiencias. El marco institucional, por encima y al margen de los empresarios, es el que determinará la inclinación de éstos hacia una u otra actividad. Esto explica el diferente desarrollo empresarial en cada país del mundo. Los países más ricos y avanzados poseen empresas muy grandes y competitivas, porque su marco institucional premia a esos empresarios para que produzcan más y beneficien así al resto de la sociedad. Si en otros países los empresarios se dedican a la corrupción, al robo o al contrabando, no es porque sean peores que los empresarios de los países ricos, sino porque el marco institucional donde desarrollan su actividad incentiva ese tipo de comportamientos. Al final, los individuos más válidos e inteligentes se convertirán en aquello que más incentiva la sociedad donde viven: empresarios que crean riqueza y empleo en unos países, empresarios corruptos en otros, dirigentes del partido único en una dictadura (que administran las empresas públicas), etc.


Evidentemente, el supuesto exógeno de neutralidad de los empresarios respecto al marco institucional es muy poco realista. Los empresarios son unos agentes muy influyentes de la sociedad que pueden hacer cambiar el marco institucional existente en su beneficio. Esta idea endógena (empresarios influyendo y siendo influidos por el marco institucional) es más realista y compleja que la anterior, y también es muy útil para estudiar el desarrollo económico mundial. Por ejemplo, Max Weber defiende, en un famoso ensayo (Weber, 1995), que la ética calvinista, al ser una moral ascética y encarecedora de las virtudes del trabajo, incentivó la aparición de empresarios más aptos para promover el desarrollo económico. Con el tiempo se produjo la relación endógena y estos empresarios fueron modificando el marco institucional para reforzar los premios e incentivos a la competencia y al trabajo, lo que promovió a largo plazo el crecimiento sostenible de dichos países. La tesis de Weber ha sido muy criticada, pues existen numerosas excepciones, pero su idea puede ser utilizada en otros caso. Por ejemplo, para el caso español, Gabriel Tortella sostiene que «una sociedad que desde el siglo XVI se congeló en una ortodoxia impuesta, que reprimió sistemáticamente el pensamiento original y la libertad de acción en busca de la felicidad terrena, acabó encontrándose, siglos más tarde, sin una clase empresarial competitiva y dinámica» (Tortella, 1994, p. 195). Esta falta de empresarios competitivos provocó el aumento de actividades muy protegidas y la creación de un marco institucional acorde con esta situación.


La utilización del análisis institucional para el estudio de la empresa y los empresarios también comprende otros aspectos más específicos: su tamaño relacionado con el aprovechamiento de economías de escala, las relaciones internas entre propiedad y gestión, o las relaciones externas de la empresa con el mercado al decidir internalizar o externalizar ciertas etapas de su proceso productivo. El estudio de estos aspectos permite comprender mejor la relación entre la empresa y la economía internacional. Por ejemplo, el tamaño de las empresas puede ser decisivo para su estrategia internacional, y así, países como EE.UU., Japón o Alemania pueden competir mejor en el exterior a través de sus empresas multinacionales; otros países menos desarrollados no tienen esa posibilidad, aunque alguno de ellos, como las economías del sudeste asiático, consiguen incorporarse a esta competencia entre grandes empresas. El proceso de globalización al que ya nos hemos referido está cambiando rápida y profundamente el concepto de empresa nacional que existía hasta ahora. Las grandes empresas apenas se pueden identificar con una nación, ya que la mayor parte de su producción, sus ventas e incluso su propiedad son de fuera del país al que en teoría pertenecen. Esta nueva y compleja situación es muy difícil de estudiar si no se utilizan los paradigmas y los instrumentos del análisis institucional.

5. Conclusión: el papel de las instituciones en los estudios económicos


En este ensayo se ha remarcado la importancia que el estudio de las instituciones tiene para la comprensión del crecimiento y el intercambio en la economía mundial. Desde los aspectos más generales (el mercado y el estado) hasta los más particulares (la empresa, los factores de producción, el comercio o el dinero), el análisis institucional se presenta como la clave para entender el desarrollo económico de los países.


El análisis institucional es, en gran medida, algo novedoso dentro de las teorías económicas. La corriente principal de la economía, exceptuando los primeros autores clásicos como Adam Smith, se ha olvidado de las instituciones. La clásica definición de economía como la ciencia que estudia la asignación de recursos escasos y de uso alternativo a fines múltiples y de distinta jerarquía se puede asociar con el paradigma del ama de casa en el supermercado, sola, con su cartera y sus gustos dados, frente a los bienes, claramente expuestos, con etiquetas identificadoras y el precio establecido. El problema es que este ejemplo no refleja la realidad, y tal como se ha explicado a lo largo de este capítulo, el marco institucional donde se desarrolla el comportamiento económico también importa. Así se puede pensar, tal como propuso James Buchanan, en vez de en términos del ama de casa en el supermercado, en términos de un vendedor y un comprador de un caballo, en un mercado de verdad, plagado de restricciones más allá de las presupuestarias, donde los gustos no son del todo claros y es perfectamente posible que el vendedor de caballos sea un cuatrero y el caballo esté en realidad tuerto.


El análisis institucional también permite superar la figura del calculador racional que constantemente está ajustando su comportamiento ante circunstancias cambiantes y, en su lugar, enfatizar la importancia de la inercia, el hábito y las rutinas de comportamiento. Debido a la complejidad de la vida económica, los individuos se dejan guiar en muchas de sus acciones diarias por patrones habituales de comportamiento, que pueden tomar la forma de hábitos personales, costumbres, o normas sociales no escritas pero respaldadas por sanciones implícitas, reservando su racionalidad limitada para decidir solamente sobre algunas de las innumerables acciones que llevan a cabo cada día. De este modo, los hábitos, las costumbres y las normas sociales aminoran la complejidad de la vida social y económica a la que se enfrentan los individuos y, a la vez, facilitan sus decisiones, pues reducen la incertidumbre al hacer más predecible el comportamiento de los otros. A su vez, el hecho de que los comportamientos individuales se ajusten en buena medida a costumbres y normas sociales tiene externalidades positivas, pues reduce los costes de decisión de los otros.


La introducción de las instituciones en la corriente principal de la ciencia económica se ha producido en la segunda mitad del siglo 20 con autores como James Buchanan o Ronald Coase. Al principio los análisis se centraron en la empresa y el estado, pero sus fronteras se fueron difuminando a medida que sus conceptos básicos dejaron de ser patrimonio de un grupo reducido para generalizarse entre la profesión. Así, aparecen trabajos de talante institucional en ámbitos muy diversos como los recursos naturales y el medio ambiente (Anderson y Leal, 1993), el crecimiento económico (Olson, 1986), la historia económica (North y Thomas, 1991; North, 1984 y 1993), la teoría del empresario (Baumol, 1993), el análisis comparado de sistemas económicos (Pejovich, 1990), el comercio y el medio ambiente (Chichilnisky, 1994), el estudio genérico de lo institucional (Sudgen, 1986), y, por supuesto, la organización de la empresa (Cheung, 1980; Jensen y Meckling, 1994) y del estado (Buchanan y Tullock, 1980).


La irrupción del paradigma institucional dentro de la corriente principal de la ciencia económica ha sido gradual. Al principio se le prestó poca atención, pero con el tiempo su influencia empezó a crecer. Buena parte de la explicación de este crecimiento está en que esta corriente no pretendía sustituir las teorías económicas ortodoxas por un nuevo paradigma, sino que buscaban enriquecer la corriente principal con nuevas aportaciones que permitieran superar las deficiencias existentes anteriormente (Ramos, 1998). Lo que al principio era la heterodoxia se ha convertido en la actualidad en la nueva ortodoxia económica (Rodríguez Braun, 1992). Por eso es tan importante familiarizarse con los conceptos e instrumentos del análisis institucional, algo que se ha pretendido hacer en este ensayo, demostrando la trascendencia de este análisis para la comprensión de los principales problemas de la economía mundial.
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				1900-1902		1935-1938		1956-1960		1970-1972

		EE UU		6.8		21.3		31.1		34.1

		Francia		14.4		30.5		51.7		49.8

		Reino Unido		14.4		24.4		36.3		50.3

		Alemania		16.2		42.2		44.4		35.6

		Canadá		9.5		29.4		35.2		35.7

		Italia		7.1		13.6		28.1		37.8

		España		9.4		13.5		11.2		17.3

		Fuente: Francisco COMIN (1990), p. 440.





Hoja3

				Bienes de consumo		Productos intermedios		Bienes de equipo		TOTAL

		Participación de la producción nacional

		1941		77.1		77.9		32.7		73.7

		1951		79.7		81.4		47.3		76.5

		1958		94.4		82.4		70.6		86

		Contribución de ISI al crecimiento de la producción (%)

		1941-51		75.2		69.9		49

		1951-58		60.2		24.4		106.4
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		1º Gobierno de Francisco Franco Bahamonde		1938 (30 de enero)

		2º Gobierno		1939 (10 de agosto)

		3º Gobierno		1940 (16 de octubre)

		4º Gobierno		1941 (19 de mayo)

		5º Gobierno		1942 (3 de septiembre)

		6º Gobierno		1945 (20 de julio)

		7º Gobierno		1951 (19 de julio)

		8º Gobierno		1957 (25 de febrero)

		9º Gobierno		1962 (11 de julio)

		10º Gobierno		1965 (7 de julio)

		11º Gobierno		1969 (29 de octubre)

		Gobierno de Luis Carrero Blanco		1973 (8 de junio)

		Gobierno de Carlos Arias Navarro		1974 (3 de enero)
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